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Señores: 



STAMOS hoy congregados aquí en el paraninfo de 
nuestra querida alma mater, la tres veces secu- 
lar Real y Pontificia Universidad de Santo To- 
más, para solemnizar la apertura del curso académico de 
1920 a 1921. Siguiendo la costumbre de todos los años 
de encargarse, por turno, del discurso inaugural uno de 
los profesores de cada facultad, cábeme hoy el honor de 
dirigiros la palabra, honor que he aceptado, no porque 
lo mereciera, sino en cumplimiento de un deber que me ha 
sido impuesto por nuestro querido Padre Rector. He ahí 
la razón porque estoy ahora delante de vosotros. 

Siendo uno de los miembros del profesorado de la 
Facultad de Derecho de esta Universidad, nada más na- 
tural que eligiera como tema de mi disertación una de las 
materias de la ciencia de Derecho. Hablaré de la prueba 
testifical y pericial, según nuestra actual legislación. He 
preferido este tema, no porque sea parte de la asigna- 
tura de mi cátedra, pues no lo es, sino porque la materia 
de pruebas es la parte de nuestra legislación que ha su- 
frido una modificación radical, o más bien, una innova- 
ción con el establecimiento de la soberanía de los Estados 
Unidos en estas Islas, que introdujo una reforma trans- 
cendental en nuestra legislación, sobre todo en el dere- 
cho adjetivo o procesal, de que es parte la materia de que 
se trata, por ser, como ha dicho muy bien el Presidente 
actual de nuestra Corte Suprema, la ritualidad y formas 
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de los juicios, la parte de las instituciones jurídicas que 
exterioriza y refleja con mayor fidelidad la concepción 
propia e individual que cada pueblo tiene acerca de las 
preciosas garantías de la personalidad humana y de los 
derechos del ciudadano. No debéis esperar, sin embargo, 
que esta mi disertación sea un tratado completo y aca- 
bado de la materia de que voy a ocuparme, pues, aparte 
del aforismo bien conocido que dice, nadie puede dar lo 
que no tiene, ello requiriría espacio y tiempo, y ni esta 
ocasión se presta, ni el tiempo de que podía disponer me 
lo hubiera permitido. 

Antes de entrar de lleno en la materia, creo conve- 
niente dar una idea general de lo que son pruebas o medios 
de prueba, para tener exacto conocimiento del lugar que 
ocupa la prueba testifical y pericial en el cuadro de la hoy 
importante parte del derecho procesal o adjetivo, lla- 
mada de las pruebas. 




PRUEBA 



, ruebas en general. — Probar quiere decir lo mismo 
que procurar la demostración de que un he- 
cho dado ha existido, y ha existido de un deter- 
minado modo y no de otro ; y pruebas, en sentido objetivo, 
son los distintos medios por los cuales llega la inteligen- 
cia del juez al conocimiento de que tal o cual hecho ha 
existido. Estos medios no son otros que los que en la 
vida ordinaria nos suministran las ideas que tenemos 
sobre el mundo exterior, pues el procedimiento que se si- 
gue en los trbunales de justicia para inquirir la verdad, 
es casi lo mismo que el que se emplea en los demás nego- 
cios de nuestra vida para la investigación de cualquier 
hecho. Por consiguiente, para tener una idea acabada 
de lo que son las pruebas o medios de prueba judiciales 
es necesario ante todo recordar las varias fuentes de que 
se derivan nuestros conocimientos. 

Fuentes del conocimiento. — Todo lo que sabemos y 
podemos saber se deriva de una de las tres fuentes 
de nuestros conocimientos, o sea, de lo que nos ates- 
tiguan nuestros propios sentidos, de lo que nos dicen 
nuestros semejantes, y de lo que nuestro entendimiento, 
por medio del raciocinio, induce de ciertos hechos o cir- 
cunstancias. Llegamos a saber que una persona ha pa- 
sado por determinado sitio, bien porque lo hemos visto 
nosotros mismos, o bien porque nos lo dicen otras per- 
sonas que le han visto pasar, o bien porque lo inferimos 
de las huellas que ha dejado en su camino. 

La primera y la más segura de las tres fuentes de 
nuestros conocimientos es, sin duda alguna, el testimo- 
nio de nuestros propios sentidos. Es la primera, porque 
las primeras ideas que tenemos cuando niños nos las sumí- 
nistran, no los dichos de nuestros padres y demás per- 
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sonas que nos rodean, ni la operación de nuestra inteli- 
gencia que infiere un hecho desconocido de otro cono- 
cido, sino nuestros órganos sensitivos destinados a la 
percepción de hechos del mundo exterior. El niño llega 
a convencerse de que un manjar es delicioso, no porque 
así le dijera su madre u otra persona, sino por haberlo 
él mismo probado o saboreado; ya más tarde es cuando 
da fe al testimonio de sus semejantes, y por último al 
de los indicios, porque estos últimos requieren cierta in- 
ducción, y por ende presuponen cierto grado de desarro- 
llo de la inteligencia. Y es la más segura, porque el co- 
nocimiento que suministra es inmediato, sin más requi- 
sito que la perfecta armonía entre los hechos percibidos 
y las ideas que engendran, y la normalidad del estado de 
los órganos percipientes ; mientras que el de las otras dos 
es mediato, puesto que requiere además otras condiciones 
intermedias, como la veracidad del testigo y la legitimi- 
dad del raciocinio. 

El testimonio de nuestros semejantes es otra de las 
fuentes de nuestros conocimientos. Si el testimonio de 
nuestros propios sentidos es la primera y más segura de 
las tres fuentes de nuestros conocimientos, el de nuestros 
semejantes, en cambio, es la fuente más fecunda y más 
importante. Multitud de hechos no llegan a nuestro co- 
nocimiento sino por medio de este conducto, porque la 
experiencia personal de cada uno de nosotros se halla cir- 
cunscrita a círculos muy estrechos, limitados por el tiem- 
por y el espacio. Lo que un hombre sabe por el testimo- 
nio de sus propios sentidos no es más que una fracción 
infinitisimal en comparación con lo que sabe por el de 
sus semejantes. Sabemos que la casa que nos cobija de 
la intemperie es de la propiedad de nuestros padres, y que 
el suelo que nos vio nacer es nuestra patria, no porque 
así nos lo testifica la experiencia propia, sino porque nos 
lo dicen personas de nuestra familia y nuestros conciu- 
dadanos. Si damos fe a esta clase de testimonio, es por- 
que la experiencia nos enseña que, en general, el hombre 
es instintivamente veraz, y comunica fielmente los hechos 



tales como los ha observado por medio de sus sentidos, 
y por tanto consideramos como si nosotros mismos hubié- 
ramos percibido los hechos que han sido objeto de su obser- 
vación personal. Verdad es que el hombre, como ser do- 
tado de libertad puede obedecer o no a esa propensión in- 
nata a decir la verdad, y por consiguiente faltar a ésta ; 
pero esto sólo nos sugiere que debemos aceptar su testi- 
monio mediante ciertas garantías, y no que lo desechemos 
en absoluto. Todas las verdades históricas y la mayor 
parte de las verdades científicas no se apoyan sino en el 
testimonio de nuestros semejantes, y prescindir de la fe 
de este testimonio sería hacer imposible la misma socie- 
dad, la civilización, y el progreso. 

La última de las fuentes de nuestros conocimientos 
es el testimonio de los indicios o hechos circunstanciales. 
No sólo adquirimos conocimiento de la existencia de un 
hecho por el testimonio de nuestras sensaciones persona- 
les y por el de los sentidos de otras personas que nos la 
comunican, sino también por la operación de nuestra in- 
teligencia que deduce la existencia de dicho hecho de la 
de otro ya conocido, llamado indicio. Es verdad que en 
todos los procesos del fenómeno denominado conocimiento 
juega un papel más o menos importante la inteligencia, 
pero en el caso que nos ocupa el factor principal es la ra- 
zón que, mediante el raciocinio, infiere un hecho desco- 
nocido de otro conocido. Si vemos tendido en medio de 
un campo un cadáver cubierto de puñaladas, y a cierta 
distancia divisamos al mismo tiempo una persona hu- 
yendo con puñal en mano, decimos que dicha persona es 
el autor de la muerte de la otra ; no le hemos visto alzar 
la mano y dar el golpe mortal," pero nuestra razón, en vista 
de las circunstancias del hecho, infiere con cierta certeza 
que esto fué lo que ha ocurrido. Esta fuente de nuestro 
conocimiento descansa en el principio de causalidad. . En 
el ejemplo propuesto no podemos menos de atribuir la 
causa de la fuga de tal persona en dichas circunstan- 
cias, al hecho de haber asesinado a la otra cuyo cadáver 
encontramos. Puede ser que el autor de la muerte de 
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esta última sea otra persona que la haya asechado y apu- 
ñalado alevemente, y que la víctima era un amigo y 
compañero de la sospechada, quien al encontrar el cadá- 
ver haya recogido el puñal que estaba junto a éste y echa- 
do a correr, para delatar el hecho a las autoridades com- 
petentes y presentar dicho puñal como el instrumento 
del delito ; pero tal y otras posibilidades debe demostrar- 
se que han existido en realidad, para que puedan des- 
truir la presunción que nuestra razón ha deducido del 
conjunto de las circunstancias que rodearon el hallazgo 
del cadáver. 

Medios de prueba. — Si las fuentes de todos nues- 
tros conocimientos en la vida ordinaria, arriba men- 
cionadas, son las mismas de donde los jueces toman su 
conocimiento acerca de la existencia o no existencia de un 
hecho controvertido, claro está que debe de haber tantas 
clases de medios de prueba judicial cuantas fases o aspec- 
tos puede presentar cada una de dichas fuentes. Para 
mayor facilidad de nuestro estudio, podemos considerar 
las tres fuentes de nuestro conocimiento como otras tan- 
tas categorías, y como medios de prueba o pruebas, en sen- 
tido objetivo, los diferentes aspectos o fases de cada una 
de aquellas. Y consideramos como medios de prueba 
comprendidos (a) dentro de la primera categoría, o basa- 
dos en el testimonio de nuestros propios sentidos, el cono- 
cimiento judicial, la inspección ocular y el dictamen o jui- 
cio pericial; (b) dentro de la segunda, la admisión y con- 
fesión, la declaración de testigos y la prueba documental ; 
y (c) dentro de la tercera categoría las presunciones na- 
tural y legal. 

(a) Las pruebas que entran en la primera catego- 
ría o sea las que tienen por base el testimonio de los propios 
sentidos, son, como hemos dicho, el conocimiento judi- 
cial,, la inspección ocular y la prueba o dictamen pericial. 

El conocimiento judicial es el que el juez toma por 
sí de determinados hechos que da por ciertos sin necesi- 
dad de que se prueben, porque o tiene el deber de cono- 
cerlos, o se presume que los conoce por ser de dominio 
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público. El conocimiento judicial no es, en rigor, un 
medio de prueba, puesto que precisamente releva a las 
partes de la obligación de probar ciertos hechos objeto de 
dicho conocimiento, pero lo es en el sentido de que sus- 
tituye a la prueba o se pone en lugar de ella, en los casos 
en que procede hacer uso del mismo. El principio que 
informa el conocimiento judicial que llamamos impropia- 
mente medio de prueba estriba en los dictados del sentido 
común y de la conveniencia; pues es un contrasentido 
el exigir prueba de lo que el juez, bien tiene el deber de 
saber por razón de su cargo, o no puede ignorar como 
miembro de la misma comunidad por ser de dominio pú- 
blico; y es inconveniente para una pronta administración 
de justicia alargar el juicio con la producción innecesa- 
ria de pruebas de tales hechos. 

La inspección ocular consiste en el examen que el 
juez hace personalmente de una cosa para enterarse me- 
jor de la naturaleza o circunstancias de la controversia. 
La inspección ocular es el prototipo de los medios de prue- 
ba que se basan en el testimonio de los propios sentidos, 
pues el mismo juez que investiga la existencia de un he- 
cho lo examina por sí mismo, al objeto de tener un co- 
nocimiento exacto de la materia objeto del litigio. Este 
medio de prueba también se llama real o material, por- 
que consiste en la presentación del mismo objeto de la 
cuestión a la observación directa e inmediata del tribu- 
nal, y es por eso considerada como la verdadera y la más 
segura fuente de la certeza. 

El dictamen pericial es la opinión que emiten las per- 
sonas peritas o expertas en determinadas materias que 
requieren estudio o conocimiento especial. Esta prueba 
o medio de prueba se utiliza cuando se trata de resolver 
alguna cuestión para cuya solución se exigen conocimien- 
tos técnicos o especiales, como en el caso de investigarse si 
una persona murió envenenada, o si un manuscrito es apó- 
crifo o falsificado. Existe diversidad de criterio acer- 
ca de si los peritos son meros auxiliares del juez, o simples 
testigos ordinarios; pero la opinión más aceptada es la 
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de que no son ni uno ni otro exclusivamente, sino que 
participan de la naturaleza de ambos. Vienen a ser como 
auxiliares del juez, cuando juzgan o emiten su juicio so- 
bre cuestiones hipotéticas, o sobre objetos exhibidos en 
juicio para su examen y dictamen ; y son en cierto modo 
testigos ordinarios, cuando declaran acerca de hechos que 
han caído bajo la acción de sus sentidos y sobre los cua- 
les emiten al mismo tiempo su opinión, porque en esos 
casos los peritos testifican también como aquéllos sobre 
hechos por ellos observados. 

Por lo mismo que el dictamen pericial tiene estos dos 
aspectos y se emite ordinariamente sobre hechos exhi- 
bidos en juicio, en cuyo caso los peritos vienen en cierto 
sentido a ocupar el lugar del juez en el reconocimiento o 
inspección ocular, lo hemos colocado en la última escala 
de las pruebas de esta categoría, y próximo a las de la se- 
gunda de cuya naturaleza también participa. 

(b) Los medios de prueba comprendidos dentro 
de la segunda categoría se fundan en el testimonio de 
nuestros semejantes, y son la admisión y confesión, la 
prueba testifical y la prueba documental. 

La admisión y confesión no son otra cosa que la de- 
claración de una persona por la que ésta reconoce la ver- 
dad o existencia de ciertos hechos contra sus propios in- 
tereses. La confesión no se distingue intrínsecamente de 
la admisión, pues es la misma admisión que toma el nom- 
bre de confesión cuando la culpabilidad de un acusado en 
causa criminal es el hecho reconocido por éste. Esta 
pi déla se ha considerado también como una especie de 
prueba real o material, pero creemos que no tiene nada 
de evidencia material si se considera que no es el hecho 
mismo de la admisión o confesión lo que se somete a la 
consideración del juez, sino la certeza de los hechos a que 
se refiere. Aunque el grado de certeza que produce la 
admisión o confesión no es tanto como el que se deriva 
de la inspección ocular, es más que el que engendra 
la declaración de un testigo, sobre todo cuando la admi- 
sión o confesión se hace en juicio ante el mismo tribunal; 
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pues, aparte de que los hechos admitidos o confesados 
van contra los propios intereses del admitente, es de pre- 
sumir que éste está más enterado que otros de la verdad y 
circunstancias de tales hechos, bien porque los haya ejecu- 
tado personalmente, o bien porque haya tenido en ellos 
más íntima e inmediata intervención que cualquiera otra 
persona. 

La prueba testifical consiste en la declaración de 
testigos acerca de la existencia o naturaleza de un hecho. 
Esta prueba se funda también en el testimonio de los 
sentidos, aunque no del que investiga, sino del que tes- 
tifica ; pero la evidencia que produce no es inmediata 
como la que dimana de la inspección, por requirir que 
la inteligencia recorra una serie de inducciones antes de 
llegar al convencimiento. Para que el juez llegue a ad- 
quirir certeza moral y legal de la existencia o naturaleza 
de los hechos sometidos a su inspección, no necesita más 
que asegurarse de que las ideas que tiene de ellos se con- 
forman con la realidad; en cambio, para que el testi- 
monio de un testigo pueda convencer al juez, es preciso 
además que éste presuponga, por vía de inducción, que 
el testigo ha observado exactamente los hechos, que su 
memoria los ha conservado fielmente, y que dice todo lo 
que sabe y nada más que lo que sabe. La necesidad de 
que concurran estas condiciones para la fidelidad del 
testimonio hace naturalmente que sea menester pruden- 
cia en la apreciación de esta clase de prueba; pero no se 
puede prescindir de ella, pues es la más importante de 
todas las pruebas por tener una esfera de acción mucho 
más vasta que cualquiera de las demás. Los testi- 
gos son, como ha dicho un ilustre escritor, los ojos y 
los oídos de la justicia, alcanzan a todas partes y 
en todos los momentos, y si por su medio pueden come- 
terse abusos y fraudes, sirven también para evitarlos. 

La prueba documental es la última de las de esta ca- 
tegoría, y no viene a ser más que la misma declaración 
personal de testigos en forma escrita o consignada en 
un documento y destinada a dar fe de la verdad de los 
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hechos relatados. La palabra documento en su sentido 
lato abarca, no sólo la escritura, sino cualquier otro signo 
o símbolo que exprese con claridad una idea; pero en 
materia de pruebas se toma en su sentido estricto, y se re- 
fiere sólo a la forma escrita como el ordinario y más per- 
fecto entre los medios de comunicar nuestros pensamien- 
tos, fueva de la palabra hablada. Es preciso advertir, 
sin embargo, que no toda prueba escrita es prueba docu- 
mental, j)ues hay escritos que sólo constituyen prueba 
material, y son los que se consideran no como una de- 
claración personal destinada a dar fe de la cosa testi- 
ficada, sino como fundamento de la acción. El docu- 
mento falsificado, el libelo injurioso y la carta amenaza- 
dora cuando se producen en juicio, no son en rigor prue- 
bas documentales, sino materiales o cuerpos del delito, 
en cuanto que representan la concreción material de este 
o del motivo de acción, y no la simple manifestación per- 
sonal de un hecho dado, destinada a hacer fe. 

(c) Los medios de prueba que caen bajo la última 
categoría son los que se denominan pruebas circunstan- 
ciales, indiciarías o de indicios. Por indicio se entiende 
todo hecho conocido de que, mediante el raciocinio, se 
pueda inferir la existencia de otro desconocido que se 
trata de establecer: así, el transcurso de un largo lapso 
de tiempo sin obtener noticia de un ausente, es un hecho 
indiciario conocido que hace presumir el hecho aun des- 
conocido de su muerte; y el haberse visto momentos an- 
tes de cometerse el crimen a una persona apostada, pu- 
ñal en mano, junto al lugar donde se encontrara el cadá- 
ver de otra, es también un indicio de que puede dedu- 
cirse que aquella fué la que dio muerte a ésta. En la 
prueba por medio de indicios o hechos circunstanciales 
es donde juega papel importante la regla sobre la perti- 
nencia (relevancy), que excluye, como prueba, todo aque- 
llo del cual no pueda deducirse el hecho cuya existencia 
o naturaleza se investiga. 

Conviene tener presente que los indicios en sí no son 
los que prueban, sino el nexo lógico que existe entre el 
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hecho conocido o demostrado y el desconocido que del 
mismo se deduce. El nexo lógico que enlaza el hecho in- 
diciario con el indicado no viene a ser más que la rela- 
ción de causa a efecto, y tal relación, que da lugar a lo 
que llamamos presunciones, puede ser establecida por la 
ley, o reconocida sólo por el juez. Si se establece por la 
ley, se llama presunción legal (juris) ; y si se reconoce 
únicamente por el Juez, se denomina presunción natural 
o simple (hominis). De ahi la clasificación de las pre- 
sunciones en legales, las establecidas por las leyes, y na- 
turales, las deducciones que los jueces sacan de ciertos 
hechos y circunstancias antecedentes, concomitantes y 
subsiguientes. 




— 16 — 



PRUEBA TESTIFICAL. 



jueba testifical o de testigos. — Llámase prueba 
testifical la declaración prestada por personas 
llamadas testigos ante los Tribunales de justicia, 
acerca de la naturaleza o existencia de un hecho por 
ellas percibido, el cual puede ser el mismo en contro- 
vercia u otro • relacionado con aquel de tal modo que 
de la existencia de éste se pueda deducir la del he- 
cho discutido. El fundamento de la fe debida al tes- 
timonio o declaración de un testigo se halla en la pre- 
sunción de que los hombres, por regla general, refieren o 
relatan los hechos tales como los han percibido, presun- 
ción basada en nuestra experiencia cuotidiana, que nos en- 
seña que el hombre es veraz en la mayoría de los casos. 

Esta clase de prueba, denominada por otro nombre 
prueba de testigos, es la más fecunda e importante de 
todas las pruebas. La mayor parte de las controversias 
versan sobre hechos ya ocurridos y que no pueden ser 
reproducidos delante del juez para su comprobación, y 
para que tales hechos lleguen a su conocimiento es nece- 
sario el informe de personas que los hayan visto o per- 
cibido. Por eso la prueba testifical se ha llamado, no 
sin razón, el ojo y el oído de la justicia por el ilustre fi- 
lósofo y Jurisconsulto Jeremías Bentham. 

Obligación de comparecer y declarar como testigo. — 
La solidaridad social requiere que todos los miembros de 
una comunidad coadyuven al Estado en su función de 
mantener la tranquilidad y seguridad públicas, y de ahí 
el deber que tienen de comparecer ante los Tribunales de 
justicia y declarar como testigos acerca de lo que saben 
sobre los hechos objeto de controversia judicial. Este 
deber cívico háse convertido en una obligación legal san- 
cionada por las leyes, que castigan al que dejare de cum- 
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plirla, bien no compareciendo, sin justa causa, ante el 
tribunal cuando fuere citado, bien rehusando prestar el 
debido juramento antes de declarar como testigo, o bien 
negándose a contestar a las preguntas propias que se le 
dirijan. 

Todos están obligados a comparecer y pueden ser com- 
pelidos, mediante citación subppena, a comparecer en cau- 
sas criminales para declarar cqmo testigo. En asuntos ci- 
viles también, siempre que se les ofrezcan y den, si lo exi- 
giesen, los correspondientes gastos de viaje y dieta de un 
día ; pero se les exceptúa de esta obligación a los que viven 
fuera de la provincia y distase el lugar de su residencia 
más de treinta millas de la sala de sesiones del tribunal. 

Respecto de la obligación de declarar, todos la tie- 
nen, a excepción de los que no pueden ser testigos por in- 
capacidad absoluta o relativa, y los que gozan del privile- 
gio de no poder ser compelidos a declarar en obsoluto, o so- 
bre determinadas materias, como más adelante veremos. 

Personas incapaces para declarar como testigos — 
Antiguamente eran incapaces para declarar como tes- 
tigos, además de los incapacitados por privación o al- 
teración mental, los infieles y ateos, pues se les conside- 
raba insensibles a la influencia del juramento que se pres- 
ta como garantía de la veracidad del testimonio ; los que 
son partes litigantes o tienen interés directo en el pleito y 
sus parientes dentro de cierto grado, porque se les presu- 
mía inclinados a no declarar la verdad en perjuicio de sí 
mismos o de sus allegados, y los condenados por delitos 
graves o infamantes, porque se les tenía por moralmente 
corrumpidos e indignos de crédito. Pero hoy estas incapa- 
cidades han quedado abolidas, y sólo quedan como incom- 
petentes (a) los que tienen trastornadas sus facultades 
mentales; (b) los niños de corta edad; (c) los conde- 
nados por el delito de perjurio (incapacidad que viene a ser 
una restauración parcial de la incapacidad por razón de 
condena por delitos graves e infamantes), y (d) las par- 
tes o sus causantes o beneficiarios en litigio contra el ad- 
ministrador de un difunto o el tutor de un demente, acerca 

3 



— 18 — 

de las transacciones -o manifestaciones hechas por dicho di- 
funto o demente antes de su muerte ó locura (incompe- 
tencia relativa que constituye una excepción de la regla 
hoy reconocida sobre la capacidad para ser testigo de las 
partes litigantes o interesadas en el pleito). 

(a) La presunción de veracidad humana que, se- 
gún hemos dicho, es el fundamento de la fe debida al tes- 
timonio del hombre, no es aplicable a personas que tienen 
trastornadas o viciadas sus facultades mentales, como los 
dementes, locos furiosos e idiotas, porque la misma expe- 
riencia en que se basa dicha presunción nos enseña que 
tales personas son incapaces para coordinar sus ideas y 
relatar inteligiblemente a otras los hechos por ellas per- 
cibidos, y por esa razón siempre se las ha considerado y 
se las considera incapaces para ser testigos. Mas, para 
que la demencia o locura incapacite a una persona para 
declarar, es preciso que de ella padezca al tiempo de ser 
presentada como testigo. La demencia o locura de una 
persona al tiempo de ocurrir el hecho sobre que ha de de- 
clarar, o en cualquier otro tiempo antes del juicio, no 
afecta a su competencia como testigo, sino sólo a la cre- 
dibilidad o peso que merece su testimonio; pues la cues- 
tión de si una persona estaba o no en su sano juicio al 
ocurrir un hecho no puede ser determinada antes de ser 
dicha persona admitida como testigo, sino después, y de- 
penderá principalmente del hecho a que se refiera su de- 
claración y de las pruebas que presenten las partes. Debe 
tenerse en cuenta, además, que no toda clase de demencia 
o locura incapacita a una persona para ser testigo, puesto 
que hay locuras que son parciales o que se refieren sólo a 
determinadas materias, como son las monomanías, y és- 
tas incapacitan a uno únicamente con respecto a dichas 
materias, pero no en cuanto a otras con relación a las 
cuales tiene las facultades mentales en estado normal. 

Aunque la embriaguez puede en ciertos casos equi- 
pararse con la demencia, el mero hecho de que una per- 
sona sea ebria habitual no le imposibilita para relatar los 
hechos que han caido bajo la acción de sus sentidos, sino 
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que para ello es preciso que al tiempo de declarar se halle 
en tal estado de embriaguez que esté casi privada del uso 
de sus facultades mentales, pues sabido es que la embria- 
guez admite grados, porque las bebidas espirituosas no 
obran sobre todos igualmente, ni siempre obran con igual 
fuerza. De lo que se sigue que los ebrios o borrachos 
habituales no son por sí incompetentes para ser testigos, 
y sólo lo son si al tiempo de declarar están en un estado 
de embriaguez casi análogo al de locura o demencia; y 
que cualquiera que fuese el estado de embriaguez en que 
se hallaran antes de declarar, aun al tiempo de ocurrir 
el hecho objeto de su declaración, tal circunstancia sólo 
podrá afectar a su credibilidad, pero no a su competencia 
como testigo. 

(b) Los niños de corta edad son también incapaces 
para declarar como testigos, no porque no puedan coor- 
dinar sus ideas y comunicarlas a otros, sino porque, dada 
la falta de desarrollo de su inteligencia, no ven las cosas 
sino superficialmente, contentándose con la primera im- 
presión; están propensas a mezclar en su joven imagina- 
ción imágenes erróneas con las observaciones reales, y 
no saben apreciar la naturaleza de un juramento y la obli- 
gación que impone. No hay regla fija establecida acerca 
del límite de la edad antes del cual un niño no puede ser 
testigo, pues entre niño y niño hay mucha diferencia de 
desarrollo intelectual, así es que los tribunales deben de- 
terminar, en cada caso particular, mediante un examen 
previo del mismo niño, si éste tiene suficientemente desa- 
rrollada la inteligencia para discernir lo verdadero de lo 
falso y comprender la naturaleza y efectos de un jura- 
mento, y por consiguiente para poder declarar como tes- 
tigo. 

Los sordomudos también se equiparaban antigua- 
mente con los imbéciles o niños porque se presumía que 
no tienen desarrolladas sus facultades mentales, y por 
ende no podían declarar como testigos; pero hoy, gra- 
cias a la difusión de la instrucción hasta el punto de ex- 
tender su benéfica influencia a dichos seres desgraciados, 
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ha desaparecido tal presunción, y por consiguiente los 
sordo-mudos son competentes para ser testigos, a no ser 
que se demuestre que son imbéciles o idiotas. La difi- 
cultad se halla en el modo de declarar de los sordo-mu- 
dos, pero esta dificultad se salva haciéndoles las pregun- 
tas por escrito si saben leer, y prestando ellos su decla- 
ración por escrito si saben escribir; y si no saben ni lo 
uno ni lo otro, recibiéndose su testimonio mediante señas 
interpretadas bajo juramento por personas familiariza- 
das con ellos y con quienes puedan entenderse por me- 
dio de dichas señas. 

(c) Como más arriba hemos dicho, antiguamente 
era motivo de incapacidad para declarar como testigo el 
haber sido convicto de delitos graves o infamantes, in- 
capacidad reconocida por el Derecho romano justiniáneo 
y admitida después por otras legislaciones ; pero hoy este 
motivo de incapacidad fué expresamente borrado por 
nuestro Código de Procedimiento Civil. La Ley No. 1697 
ha venido, sin embargo, a restaurarlo, en parte, en lo 
que respecta a la condena por el delito de perjurio, pues 
dispone en su artículo 3 que las personas convictas de 
dicho delito quedan desde el momento de la condena in- 
capacitadas para declarar en los Tribunales de justicia 
de Filipinas hasta que se levante la inhabilitación. Y 
esta incapacidad no se funda en algún defecto del enten- 
dimiento de los condenados por el delito que nos ocupa, 
sino en su carencia de probidad revelada en la comisión 
de dicho delito, que les depoja de todo crédito. 

(d) Aunque ya está abolida la incapacidad de las 
partes o personas directamente interesadas en el pleito 
para declarar como testigo, la ley ha establecido una ex- 
cepción que dice, que "las partes o los causantes de éstas 
en un juicio o actuación, o las personas en cuyo favor se 
sigue dicho juicio o actuación contra el albacea, admi- 
nistrador o representante de un difunto o contra una per- 
sona mentalmente incapacitada, acerca de la reclama- 
ción o demanda contra los bienes de dicho difunto o per- 
sona mentalmente incapacitada, no pueden declarar res- 



— 21 — 

pecto a una cuestión de hecho que hubiere ocurrido antes 
de la muerte de dicho persona o antes de que la otra se 
hubiere incapacitado men taimen te", (art. 383, Ley N.o 
190.) Esta incapacidad no es absoluta sino relativa, pues 
la ley no incapacita a la parte demandante, sus causantes o 
beneficiarios para ser testigos, sino sólo para declarar 
acerca de alguna manifestación o transacción hecha por 
una persona ya difunta o mentalmente incapacitada, an- 
tes de la muerte de la primera o la incapacidad de la úl- 
tima. No se les permite declarar sobre esos extremos, 
a fin de proteger los bienes o intereses de tales personas 
contra reclamaciones o demandas fundadas en supuestas 
transacciones o declaraciones de un difunto o mental- 
mente incapacitado cuando aún vivía o estaba en su sano 
juicio, que ya no podrán ser desmentidas por dichas per- 
sonas a quienes se atribuyen. Podrán justificar, sí, su 
reclamación, pero mediante otras pruebas que no sean sus 
propias declaraciones o testimonios. 

Personas exceptuadas de la obligación de declarar 
como testigo. — Aparte de las personas arriba menciona- 
das, que están exentas de la obligación de declarar porque 
son incapaces para ser testigos, hay otras que, siendo 
competentes, no pueden ser compelidas a declarar como 
testigos en ciertos casos, por razones de humanidad y 
conveniencia social. Tales son (a) los acusados en causas 
criminales en el juicio de su propia causa, y (b) el ma- 
rido contra su mujer, o viceversa, en los casos en que uno 
de ellos sea parte en el juicio. 

(a) Un acusado en una causa criminal es compe- 
tente para ser testigo, porque ya está abolida la incapa- 
cidad, tanto de las partes en asuntos civiles, como de los 
acusados en causas criminales ; pero no puede ser compe- 
lido a declarar contra su voluntad en virtud del precepto 
constitucional de que ninguna persona podrá ser obli^ 
gada a acriminarse a sí mismo en ningún proceso cri- 
minal. Este privilegio se funda en razones de orden 
público y de humanidad : de orden público, porque si se 
exigiese a los acusados que declaren en su propia causa, 
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se les expondría a la tentación más irresistible de incu- 
rrir en falso testimonio ; y de humanidad, porque con este 
privilegio se evitaría el que se arrancasen confesiones 
por medio de la coacción. Y para no hacer ilusorio este 
privilegio o derecho del acusado de estar exento de decla- 
rar contra sí, la misma ley dispone que su silencio o ne- 
gativa a declarar como testigo no puede perjudicarle o 
constituir una presunción de su culpabilidad. Si el 
acusado se presenta voluntariamente como testigo, se 
entiende que renuncia a su derecho a no ser compelido a 
declarar en contra suya, y se colocaría en las misma si- 
tuación que la de cualquier otro testigo ordinario, que- 
dándose, por consiguiente, obligado a contestar a cua- 
lesquier preguntas y repreguntas pertinentes que se le 
dirijan. 

En virtud del mismo privilegio a que ahora nos 
referimos, un procesado, acusado con otros en una 
causa, no puede ser compelido contra su voluntad a de- 
clarar como testigo a favor o en contra de sus demás 
coacusados, por estar también procesado y enjuiciado en 
la misma causa y por el mismo delito; pero si volunta- 
riamente declara en favor o en contra de sus coacusados, 
podrá hacerlo porque, como hemos dicho, puede renun- 
ciar a su derecho o privilegio que nos ocupa. Para que 
se pueda obligar a uno de los acusados en una causa a 
declarar como testigo en contra o a favor de sus demás 
coprocesados, es preciso que haya dejado de ser acusado 
en la misma causa, bien por haber sido liberado de la 
acusación para ser utilizado como testigo de cargo, bien 
por haber sido ya absuelto o condenado, o bien por ha- 
ber sido juzgado separadamente de los demás coprocesa- 
dos suyos. - « I ^Mfr 

(b) Tampoco puede uno de los cónyuges declarar 
como testigo en un juicio civil en que el otro cónyuge sea 
parte, sin el consentimiento expreso o tácito de éste; y 
ninguno de los dos puede ser testigo contra el otro en una 
causa criminal seguida contra éste, sin el consentimiento 
de ambos. Este privilegio se basa en razones de huma- 
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nidad y de conveniencia social. De humanidad, porqué 
a la misma conciencia repugna el obligar a uno de 
ellos a ser instrumento para la condena del otro, 
y someter al cónyuge culpable a la humillación de ser 
condenado por el testimonio de su propio cónyuge. Y 
de conveniencia social, porque la paz, armonía y tran- 
quilidad que debe reinar dentro de la familia, que es la 
base de la sociedad, quedarían perturbadas por disgus- 
tos y disenciones, si se obligase a uno de los cónyuges a 
declarar contra el otro, sin el consentimiento de éste. 

Basta que uno de los cónyuges sea una de las par- 
tes en un juicio para que goce del privilegio y no pueda 
ser el otro obligado a declarar sin su consentimiento o el 
de ambos, porque en tal caso el juicio no deja de ser con- 
tra el primero. Así es que si, en una causa criminal, uno 
de los cónyuges está procesado con otros acusados, el otro 
cónyuge no podrá ser obligado a declarar como testigo aún 
contra los demás, pues, estando su cónyuge procesado en 
la misma causa, obligarle a declarar como testigo en la 
vista del juicio sería lo mismo que compelerle a decla- 
rar contra todos los que en ella están acusados. Podrá 
ser presentado como testigo el cónyuge de uno de los acu- 
sados contra los demás, en el caso de que el cónyuge acu- 
sado hubiera sido condenado o absuelto antes que los 
otros, o se celebrase la vista de la causa contra él sepa- 
radamente de los demás, pues en tal caso aquel deja de ser 
parte en el juicio en que se presenta al otro cónyuge como 
testigo. 

Este privilegio sólo se concede a los casados legal- 
mente, y no a los que vivan en concubinato, ni a aquellos 
cuyo matrimonio sea nulo o se haya disuelto legalmente, 
Y no puede invocarse en juicios o actuaciones civiles en 
que uno de los cónyuges sea el demandante y el otro de- 
mandado, ó en causas criminales instituidas por delitos 
cometidos por uno de los cónyuges contra el otro, porque 
la ley no puede ser más solícita en proteger la paz y tran- 
quilidad de una familia que los mismos interesados han 
perturbado con sus propios actos, y porque, de lo contra- 
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rio, se le privaría a uno de ellos de un medio de proteger 
sus propios intereses contra el otro. Por ejemplo, si la 
mujer entabla un pleito civil contra su marido, cualquiera 
de ellos puede declarar sin ninguna traba contra el otro ; 
y si uno de los cónyuges está procesado por el delito de 
bigamia, adulterio o cualquier otro delito cometido en la 
persona del otro, éste puede ser presentado como testigo 
contra aquél. 

Comunicaciones de carácter privilegiado o reservado 
que un testigo no puede ser obligado ct revelar. — Las per- 
sonas de que acabamos de hablar no pueden ser compelidas 
a ser testigos en ciertos casos ; las de que ahora tratare- 
mos están obligadas a declarar como testigos, pero no pue- 
den, por razones de orden social y moral, revelar ciertos 
hechos o comunicaciones que tienen el deber de reservar, 
por haberlos sabido confidencialmente por razón de su pro- 
fesión, cargo o estado, o porque sería inhumano o pro- 
duciría mayores males el obligarles a ello. Tales he- 
chos o comunicaciones son: (a) las consultas profesio- 
nales entre cliente y abogado; (b) las confesiones del 
penitente al confesor; (c) las comunicaciones entre el 
marido y la mujer durante el matrimonio; (d) las infor- 
maciones necesarias obtenidas por un médico de su pa- 
ciente que puedan denigrar la dignidad o reputación de 
éste; (e) las comunicaciones oficiales o secretos de es- 
tado cuya divulgación fuera perjudicial a los intereses pú- 
blicos; y (f ) los hechos que tiendan a acriminar al testigo 
o a denigrar su buen nombre o reputación. 

(a) El abogado no puede ser obligado a revelar las 
comunicaciones profesionales que haya tenido con su 
cliente, sin el consentimiento de éste, porque al recibir 
una consulta profesional contrae implícitamente el deber 
moral de no divulgar, tanto los hechos que como abogado 
le comunicara su cliente, como el consejo que diera a 
éste. La revelación de tales comunicaciones redundaría 
en perjuicio de los intereses del cliente, y siendo la mi- 
sión del abogado, como auxiliar de los Tribunales de jus- 
ticia, el proteger los derechos del individuo, la sociedad 
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está interesada en fomentar la relación de cliente a abo- 
gado, y evitar que aquel se retraiga de acudir y consultar 
con éste por la desconfianza de ser divulgados sus secretos. 

Tampoco pueden el secretario, taquígrafo y demás 
empleados de un abogado, ser examinados acerca de las 
comunicaciones que hayan sabido en el desempeño de su 
cargo, pues dichas personas son conductos necesarios por 
los cuales pasan generalmente las comunicaciones entre 
un cliente y su abogado, y sería inútil la protección que 
establece la ley eximiendo al abogado de la obligación de 
declarar acerca de ellos, si su secretario, taquígrafo o 
empleado pueden ser compelidos a divulgarlas. 

Estas comunicaciones no pueden revelarse por el 
abogado, su secretario, taquígrafo y demás empleados, 
sin el consentimiento del cliente, aunque se hayan hecho 
antes de haberse incoado o intentado algún litigio, pues 
las consultas legales no siempre se hacen para entablar 
un pleito sino también para evitarlo; ni aún después de 
haber el abogado dejado de ser consultor o abogado del 
cliente, o su secretario, taquígrafo o empleado salido del 
servicio de aquel, o terminado el litigio con motivo de cual 
se haya hecho la consulta ; y ni aún después de la muerte 
del cliente, porque estas comunicaciones deben ser re- 
servadas para siempre. Ni el cliente puede ser obligado 
a revelar los comunicaciones que a su abogado o al secreta- 
rio, taquígrafo y demás empleados de éste no les está per- 
mitido divulgar, pues sería ilusorio este privilegio o dere- 
cho del cliente a que no se revelen tales comunicaciones 
por dichas personas, si el mismo cliente puede ser com- 
pelido a revelarlas. 

(b) Otra de las comunicaciones que no pueden re- 
velarse en juicio, es la confesión hecha por un penitente 
a su confesor. Un sacerdote o eclesiástico no está exento 
de la obligación de ser testigo, pero si declara como tal, 
no puede ser compelido a revelar la confesión de un pe- 
nitente, pues de otro modo se le obligaría a faltar a su de- 
ber moral de reservarla, contraído implícitamente con el 
penitente que le ha confiado sus más recónditos secre- 
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tos, y a cometer un delito penado por las leyes canónicas 
en tratándose de un sacerdote católico. Además, de no 
protegerse la inviolabilidad de tales comunicaciones, se 
privaría indirectamente al hombre del consuelo moral que 
brinda la institución de la confesión, porque si los fieles 
acuden al confesionario para descargar el peso de su con- 
ciencia culpable y recibir consejos espirituales del sacer- 
dote o eclesiástico, es porque saben que las leyes impo- 
nen al confesor un religioso silencio. Por eso la ley dispone 
que un sacerdote o eclesiástico no puede, sin el consenti- 
miento del penitente, ser examinado acerca de alguna 
confesión que éste le haya hecho en su carácter sacerdo- 
tal y en el cumplimiento de los deberes que le impone la 
religión a que pertenece. 

(c) También son privilegiadas, y no puede exi- 
girse su revelación en juicio, las comunicaciones o con- 
versaciones habidas entre los cónyuges durante el ma- 
trimonio. La felicidad de la sociedad conyugal con- 
siste principalmente en la intimidad y confianza que exis- 
ten entre los esposos, quienes se comunican mutuamente 
para compartirlos tanto las alegrías como las amarguras y 
sinsabores de la vida, y esa intimidad y confianza mutuas 
desaparecerían si se pudiese compeler a los cónyuges a re- 
velar tales comunicaciones o conversaciones. De ahí que 
la ley, que no puede menos de proteger y fomentar todo 
lo que tienda al bien de la familia, en que descansa la so- 
ciedad, ha cubierto asimismo con el velo de la reserva 
las comunicaciones o conversaciones entre marido y mu- 
jer durante el matrimonio, disponiendo que ninguno de 
ellos puede ser obligado a revelarlas sin el consentimiento 
del otro, a menos que se trate de un asunto civil en que 
ambos cónyuges sean las dos partes litigantes, o de una 
causa criminal por delito cometido por uno de ellos con- 
tra el otro. 

Este privilegio se distingue del que goza uno de 
los cónyuges de no ser compelido a ser testigo en contra 
del otro, porque este último es absoluto y exime a un cón- 
yuge de la obligación de declarar como testigo sobre cua- 
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lesquier hechos en una causa en que el otro sea parte, 
mientras que el privilegio que nos ocupa es relativo, 
y no exceptúa a uno de los cónyuges de la obligación de ser 
testigo, sino sólo de la de declarar acerca de tales comuni- 
caciones aunque el otro no sea parte en el litigio. Ade- 
más, el privilegio anterior desaparece con el divorcio o 
la muerte de uno de los cónyuges, pero el que se trata 
subsiste a pesar de haberse disuelto el matrimonio por 
divorcio o muerte de uno de los esposos, porque el ob- 
jeto de este último privilegio es garantizar la inviolabi- 
lidad de tales comunicaciones, para que los cónyuges, se- 
guros de que ninguno de ellos podrá ser compelido jamás 
a revelarlos, sin el consentimiento del otro, no tuvieran 
ningún recelo en comunicarse mutuamente sus se- 
cretos. 

(d) Las comunicaciones arriba referidas tienen el 
carácter de privilegiadas aun bajo el Derecho común; 
pero la de que se trata es un privilegio de creación rela- 
tivamente reciente, adoptado por la Ley No. 2252 que 
reforma el art. 383 de nuestro Código Procesal. Este dis- 
pone que "a ninguna persona debidamente autorizada 
para ejercer la medicina, la cirugía o la obstetricia, se le 
obligará en una causa civil, a revelar, sin el consentimien- 
to del paciente, cualquier informe que dicha persona haya 
adquirido al asistir al paciente con carácter profesional, 
que necesariamente hubo de adquirir para obrar con tal 
carácter, y que tienda a denigrar la dignidad del pa- 
ciente". Este privilegio se basa aparentemente en la 
conveniencia de que los enfermos no se retraigan de acu- 
dir a los médicos y de revelarles todos los datos necesarios 
para su curación, por temor de que se les obligue después 
a éstos a divulgarlos en detrimento del buen nombre del 
paciente. 

El privilegio que nos ocupa puede invocarse sola- 
mente en asuntos civiles, y cuando se trata de informes 
sobre hechos o declaraciones que puedan denigrar la dig- 
nidad del paciente, informes que haya adquirido el me- 
dico, cirujano o comadrón como tal al asistirle y que fue- 
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sen necesarios para que pudieran tratar al paciente. 
Por consiguiente, un medico, cirujano o comadrón que de- 
clara como testigo no puede negarse a revelar en causas 
criminales tales hechos o manifestaciones; ni tampoco, 
aún en asuntos civiles, los que haya adquirido al asistir 
al paciente sin ser necesarios para que pudiera tra- 
tarle, y los hechos o manifestaciones que no tiendan 
a denigrar el buen nombre y reputación del paciente, por- 
que en tales casos no es aplicable este privilegio. 

(e) El orden y la seguridad públicos exigen tam- 
bién que no se divulguen las comunicaciones cuya reve- 
lación pudiese ser perjudicial a la sociedad o afectar a 
la seguridad del Estado, pues los intereses públicos deben 
siempre sobreponerse a los privados de las partes liti- 
gantes. De ahí que los funcionarios públicos no pue- 
dan ser obligados, mientras estén desempeñando su car- 
go y aún después de dejarlo, a revelar las comunicaciones 
oficiales de carácter confidencial que hayan recibido o 
sabido durante el desempeño de su cargo, cuando la re- 
velación de tales comunicaciones puede, a juicio del tri- 
bunal, redundar en detrimento de los intereses públicos, 
a menos que lo consientan sus superiores jerárquicos. Y 
que, en causas criminales, no se pueda compeler a los agen- 
tes de la Autoridad a revelar el nombre de las personas 
delatoras o empleadas por el Gobierno para el descubri- 
miento de un delito, porque, de lo contrario, aquellas se re- 
traerían de denunciar un hecho delictivo ante el temor 
de exponerse a la venganza del denunciado, o se frustra- 
rían fácilmente los intentos del gobierno para descubrir 
el delito o averiguar el delincuente. 

(f ) En virtud del mismo principio consagrado por 
nuestra Constitución de que ninguna persona podrá ser 
compelida a acriminarse en ningún proceso criminal, de 
que ya hemos hecho mención al hablar del privilegio de un 
acusado de no ser obligado a testificar contra sí mismo, 
un testigo no puede ser compelido a contestar o decla- 
rar sobre hechos que tiendan a acriminarle, o puedan ser 
causa de que se le haga responsable de un delito o pierda 
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algún derecho o privilegio suyo, o se le confisquen los 
bienes, así como acerca de hechos que tiendan a denigrar 
su buen nombre o reputación, a menos que sean preci- 
samente los que se trata de dilucidar, o pertinentes al 
hecho en controvería. 

Los beneficios de este privilegio no se extienden al 
cónyuge del que declara, sino que sólo se limitan a su pro- 
pia persona, y por consiguiente, un testigo no puede in- 
vocar este privilegio y negarse a declarar sobre hechos 
que puedan acriminar a su cónyuge, ni tampoco el que 
goza uno de los cónyuges, que más arriba hemos expuesto, 
de no declarar contra el otro, pues este último solamente 
es aplicable, según ya se dijo, al caso de ser el otro cón- 
yuge parte en el juicio. Y la razón es que, de todos mo- 
dos, tal testimonio no podrá admitirse como prueba en 
una causa que después pueda seguirse contra el otro cón- 
yuge, a menos que éste lo consienta, porque entonces se 
podría invocar el privilegio últimamente mencionado, 
puesto que admitirlo sería lo mismo que hacer declarar 
a uno de los cónyuges en un juicio contra el otro. 

Un acusado en una causa criminal que declara como 
testigo en su favor, si bien se coloca en la misma condi- 
ción que cualquier otro testigo ordinario, como arriba se 
ha dicho, no puede, sin embargo, negarse a declarar sobre 
el delito de que se le acusa, invocando el derecho que tie- 
ne todo testigo de no acriminarse a sí mismo, pues por 
el hecho de declarar como testigo se entiende que renun- 
cia a su derecho o privilegio de no ser compelido a acri- 
minarse. Decimos que se entiende que renuncia implí- 
citamente a su derecho de no ser obligado a declarar con- 
tra sí al presentarse como testigo, porque un acusado sabe 
muy bien que, declarando, su testimonio ha de versar 
sobre el delito que se le imputa, y se puede presumir, por 
consiguiente, que si se presenta como testigo es por- 
que está dispuesto a declarar acerca del delito enjuiciado ; 
lo que no puede decirse con respecto a un testigo ordina- 
rio, pues éste antes de declarar no sabe aún si será pre- 
guntado o no sobre hechos que puedan acriminarle. Y 
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además, porque un acusado, al testificar en su defensa, ne- 
cesariamente tiene que referirse en sus contestaciones al 
interrogatorio directo a los hechos de que se le acusa, y 
después de revelar parte de dichos hechos, no puede en 
el interrogatorio indirecto negarse, en interés de la jus- 
ticia, a aclararlos o declarar acerca de los mismos. 

El privilegio o derecho que nos ocupa es exclusivo y 
personal de testigo, y, por consiguiente, él mismo es el que 
debe invocarlo si quiere hacer uso de este privilegio, ne- 
gándose a contestar a preguntas acriminativas ; y tanto 
las partes litigantes como sus abogados no pueden objetar 
a que el testigo conteste a tales preguntas, invocando este 
privilegio del acusado, aunque el juzgado puede en tales 
casos instruir al testigo acerca de su derecho a no contes- 
tarlas. Y por lo mismo que es su derecho personal, el tes- 
tigo puede renunciarlo contestando o declarando sobre un 
hecho que pueda acriminarle, y basta que haya declarado 
parte del mismo para que, entendiéndose que renuncia a 
su derecho a reservárselo, pueda ser obligado a revelar 
todo lo que sabe y se refiera a dicho hecho, pues sería injus- 
to que no se dé oportunidad a la otra parte para aquilatar 
la veracidad del testigo sobre dicho punto, o hacer que 
aclare el hecho que el mismo testigo ha querido revelar. 

Testimonio impertinente. — El testimonio de un tes- 
tigo puede referirse, bien a los mismos hechos cuya 
existencia se trata de averiguar, y entonces el testimonio 
se llama directo porque versa precisamente sobre los he- 
chos en litigio; bien a otros distintos de los hechos 
objeto de la investigación, pero de tal modo relacionados 
con éstos que natural o lógicamente tiendan a probar la 
existencia o no existencia de los hechos en controvercia, en 
cuyo caso el testimonio se denomina pertinente porque 
se refiere a hechos pertinentes; o bien a otros hechos 
completamente extraños, de los cuales no se puedan 
inferir los hechos en litigio, y en tal caso el testimonio 
se llama impertinente porque se refiere a hechos que no 
pertenecen o dicen relación a los que se investigan, y por 
ende, aunque fuesen ciertos, no pueden servir de base 
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para deducir, siquiera con alguna probabilidad, la exis- 
tencia o no existencia de los hechos litigiosos. 

Los últimos, es decir, los testimonios impertinentes o 
que relatan hechos que no tienen relación alguna con los 
hechos en litigio, son inadmisibles, porque el objeto de 
toda prueba es demostrar al tribunal la certeza de los 
hechos alegados y controvertidos, y tales testimonios no 
tienden ni remotamente a probarlos. Así, por ejemplo, 
es impertinente el testimonio de un testigo que declare 
que el demandado había pedido prestado el año pasado 
dinero del demandante, en una acción sobre cobro de can- 
tidad de pesos que el demandado tomó este año en con- 
cepto de préstamo del mismo demandante. De permitirse 
a un testigo prestar declaraciones o testimonios imperti- 
nentes, se perdería inútilmente el tiempo empleado por el 
juzgado en recibirlos, se embrollarían o perderían de vista 
los verdaderos puntos en litigio con la admisión de otros 
completamente extraños, y se haría interminable o se pro- 
longaría indefinidamente el juicio, porque los testigos po- 
drían declarar sin orientación ninguna sobre cualesquier 
hechos de que tuvieran conocimiento. 

Los testimonios que se refieren a los mismos hechos 
objeto de la controversia o a otros pertinentes a aquellos, 
son por regla general admisibles; pero en cuanto a los 
últimos, es de advertir que, como dice muy bien el trata- 
dista Stephen, no todos los hechos que son de algún modo 
pertinentes, tienen suficiente fuerza probatoria para jus- 
tificar el empleo del tiempo preciso que necesariamente se 
ha de invertir en probar, aquilatar y ponderarlos. Las 
condiciones prácticas bajo las cuales se ven las causas, 
requieren un grado más alto de fuerza probatoria, que 
puede llamarse "pertinencia legal", y no permiten al tri- 
bunal oir todos los hechos que tengan relación lógica con 
el hecho controvertido ; pues el tiempo disponible para la 
recepción de pruebas en una investigación judicial es li- 
mitado, a diferencia del disponible para la búsqueda y 
acumulación de pruebas en las investigaciones científi- 
cas y otras en nuestra vida ordinaria, que generalmente 
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no lo es. Así es que siempre que el tribunal con- 
sidere que un hecho pertinente no tiene valor probatorio 
proporcionado al tiempo que su prueba requiriría, bien 
porque sea demasiado remoto en orden al tiempo, bien por- 
que sea muy incierto, o bien porque sea conjetural por su 
naturaleza, puede rechazarlo a su discreción por inmate- 
rial o de poca importancia. 

Testimonio de referencia. — Llámase testimonio de 
referencia la declaración de una persona acerca de la 
certeza o existencia de un hecho, prestada sin previo ju- 
ramento y sin haber tenido la parte, contra quien puede 
perjudicar tal testimonio, oportunidad de repreguntar 
a dicha persona, para aquilatar su veracidad y el peso 
que merece su declaración. Así, por ejemplo, la decla- 
ración de un testigo de que otra persona le ha contado 
que la parte demandada había pagado ya su deuda a la 
demandante, no es admisible, por ser de mera referen- 
cia, Y se llama testimonio de referencia, porque el testigo 
que declara en juicio no tiene personalmente conocimiento 
de la certeza o existencia de tal hecho, sino que sólo se lo 
ha referido otra persona o lo ha oído de ella, quien no ha 
prestado su declaración bajo juramento, ni puede ser re- 
preguntado. 

Los testimonios de referencia no son admisibles como 
prueba, porque la verdad o certeza del hecho declarado 
no se afirma bajo juramento por el que lo ha percibido, ni 
éste puede ser repreguntado por la parte contraria para 
aquilatar su veracidad. En los actos de la vida ordinaria, 
se admite el testimonio de una persona, lo mismo cuando 
refiere un hecho que lo ha observado o percibido perso- 
nalmente, como cuando relata un hecho que sólo lo sabe 
por mera referencia, porque, generalmente, no es precisa 
ninguna garantía para creer tanto lo uno como lo otro; 
pero en los negocios judiciales, dada la importancia y gra- 
vedad de los intereses que ordinariamente se ventilan, 
la ley exige ciertos requisitos como garantía de la credibi- 
lidad del testimonio de un testigo, cuales son, el de que se 
preste el testimonio bajo juramento y se someta al decía- 
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rante a ser repreguntado por la parte contraria. Y estas 
garantías no las ofrece un testimonio de referencia, por- 
que si bien el testigo que lo ha oido y lo repite en juicio 
ha prestado juramento de decir la verdad, tal juramento 
no garantiza más que la verdad de que ha oído tal o cual 
manifestación o declaración, pero no que el hecho mani- 
festado a él fuera cierto; y aunque el testigo pueda ser so- 
metido a repreguntas de la parte contraria, éstas no pue- 
den dilucidar la verdad o falsedad del hecho que se de- 
clara, sino únicamente la de si el testigo que jura ha oído 
realmente tal declaración. 

Decimos que el juramento es una de las garantías 
de credibilidad, porque por él queda el testigo moralmente 
obligado a decir la verdad, y legalmente compelido a no 
faltar a ella, bajo pena de incurrir en el delito de perju- 
rio o falso testimonio. Y decimos también que el interro- 
gatorio indirecto es otra de las garantías de veracidad de 
un testimonio, porque mediante las repreguntas se ponen 
de manifiesto hechos o circunstancias por el testigo omiti- 
dos, inadvertida o maliciosamente, y que puedan modificar 
o cambiar el sentido de su declaración ; se llega a saber la 
oportunidad que ha tenido el testigo y su capacidad para 
observar y narrar los hechos objeto de su testimonio, y 
se descubre el mayor o menor interés que tiene en decir 
o falsear la verdad. 

Es de advertir que no toda declaración hecha por 
una persona fuera del juicio, sin previo juramento, y sin 
que la parte contra quien se presente haya tenido oportu- 
nidad de repreguntarla, es testimonio de referencia, por 
la sencilla razón de que no toda manifestación que se re- 
produce en juicio se aduce como testimonio. Una decla- 
ración o manifestación se considera como testimonio si 
se presenta como una afirmación o negación de la verdad 
de los hechos a que se refiere, testimonio que será de refe- 
rencia si no ofrece las garantías arriba mencionadas que, 
según hemos dicho, se exigen para que merezca fe ju- 
dicial; pero no tiene tal consideración si se aduce para 
demostrar simplemente que se ha hecho tal declaración 
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o manifestación, pues en tal caso la declaración no viene 
a ser más que un hecho cuya existencia se trata de ave- 
riguar. Así es que no tienen la consideración de testi- 
monios de referencia, aunque no reúnen las garantías 
arriba dichas: (a) las declaraciones que son objeto del li- 
tigio; (b) las manifestaciones que constituyen prueba 
indirecta del hecho controvertido, y (c) las declaraciones 
que acompañan a un acto de carácter equívoco o ambiguo 
para explicarlo o caracterizarlo. 

(a) Las declaraciones que, en primer lugar, no de- 
ben confundirse con los testimonios de referencia, son 
aquellas cuya existencia, independientemente de la certe- 
za de los hechos declarados o manifestados, constituye el 
punto que se discute en una causa o asunto. Estas de- 
claraciones son admisibles porque se presentan, no como 
una afirmación o testimonio de la verdad o falsedad de 
los hechos a que se refieren, sino como cualquier otro extre- 
mo cuya existencia se trata de demostrar. Ejemplo típico 
de esta clase de declaraciones son las palabras libelosas o 
injuriosas que pueden ser objeto de prueba en una ac- 
ción por libelo o injuria, pues por ellas no se trata de es- 
tablecer la certeza de los hechos que se imputan al ofen- 
dido por el acusado, sino la de que se han proferido. Tam- 
bién, cuando las estipulaciones que integran un contrato 
verbal son objeto de una controversia, es admisible la 
prueba de que se han hecho tales estipulaciones, porque no 
se trata de demostrar la verdad de lo estipulado, sino sólo 
la existencia de aquellas. Asimismo, en los casos de 
estupro cometido en una joven mediante promesa de 
matrimonio, es admisible la prueba de haberse hecho 
la promesa, pues únicamente se trata con ella de estable- 
cer que se ha hecho dicha promesa, siendo indiferente el 
que fuese o no cierta. 

(b) También deben distinguirse de los testimonios 
de referencia, las declaraciones o manifestaciones cuya 
mera existencia constituye prueba indirecta o circuns- 
tancial del hecho controvertido. Estas manifestaciones 
no son testimonios de referencia, porque no se presentan 
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como una afirmación de lo manifestado, sino como un he- 
cho de cuya existencia se puede deducir el punto que se 
discute. Corresponden, en primer término, a esta clase 
de declaraciones, las que indirectamente indican el es- 
tado mental de una persona, como las conversaciones o 
palabras incoherentes proferidas por una persona de 
las que pueda inferirse que no se halla en su sano juicio. 
También son de esta clase las manifestaciones hechas por 
una persona a otra que sirven para demostrar, indirecta- 
mente, conocimiento, buena fe, motivo, etc., por parte 
de la última. Por ejemplo: se puede aducir como 
prueba la manifestación que una persona hiciera antes 
del accidente a otra, demandada por daños y perjuicios, al 
efecto de que la máquina causante de tales daños estaba en 
mal estado, para demostrar que dicha demandada debía 
de tener conocimiento de ello, y por consiguiente fué negli- 
gente en no haberla mandado reparar a tiempo sabiendo 
que estaba en peligroso estado; se puede ofrecer como 
prueba la afirmación que uno, acusado de denuncia falsa, 
recibiera de otra persona, para justificar que aquél 
obró de buena fé al presentar la denuncia en vista de tal 
información; y se puede probar que el ofendido en una 
causa llamó embustero al acusado para establecer que éste 
agredió a aquel por dicho motivo, o porque fué provocado. 
Y por último, pertenecen a esta clase de declaraciones, las 
que sirven para recordar a uno alguna fecha, lugar, per- 
sona, etc., como, por ejemplo, cuando uno declara que re- 
cuerda una fecha determinada porque entonces otro le 
dijo tal o cual cosa. 

(c) Tampoco se consideran como testimonios de re- 
ferencia las declaraciones o manifestaciones que acompa- 
ñan y caracterizan o explican ciertos actos de carácter 
ambiguo o equívoco, cuyo verdadero significado legal de- 
pende de la intención de la persona que los ejecuta y, por 
ende, sólo puede averiguarse o determinarse por las ma- 
nifestaciones de dicha persona que exteriorizan su inten- 
ción al ejecutarlos. Si uno entrega, por ejemplo, a otro 
cierta cantidad de pesos sin decirle nada, no se podría sa- 
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ber si lo hace para regalárselo, o para que lo dé a otra per- 
s ¿na, o para que con ella compre alguna cosa, a menos que 
manifestase cuál es su intención al hacerle la entrega del 
dinero. Estas declaraciones que vienen a formar parte del 
acto a que acompañan y caracterizan y con él vienen a 
constituir un todo, no son testimonios de referencia, porque 
al ser aducidas como prueba se prescinde de la verdad o 
falsedad de lo que dicen, y solamente se tiene en cuenta si 
se han hecho o no para determinar el verdadero alcance 
y significado del acto a que acompañan. Así es que si 
e 1 acto de que forman parte tales manifestaciones es el 
punto que se investiga en un juicio o es pertinente al mis- 
mo y, por consiguiente, admisible como prueba, también lo 
serán como parte de la res gestae; por ejemplo, en una 
causa en que el hecho en controversia es si la posesión de 
unos bienes es adversa o a título de dueño, la manifes- 
tación hecha antes del pleito por el poseedor de que son 
de su propiedad, es admisible como parte del acto de po- 
sesión (que es la res gestae) para determinar la natu- 
raleza de ésta, pero no como prueba de que es realmente el 
dueño. 

Testimonios de referencia admisibles. — Hemos di- 
cho antes que los testimonios de referencia o declaracio- 
nes que sirven para establecer la verdad o falsedad del 
hecho dec-aiado son inadmisibles como prueba; pero ello 
no es más que la regla general y, al igual que las demás, 
admite excepciones. Los testimonios de referencia que 
están exceptuados de la regla general y se admiten 
como prueba, son los siguientes: (a) Las declaracio- 
nes hechas por una persona en artículo de muerte, 
acerca de la causa y circunstancias de éste; (b) las de- 
claraciones referentes al parentesco, linaje, o genealogía 
de familia; (c) las declaraciones contra los intereses eco- 
nómicos del declarante; (d) las declaraciones o asientos 
hechos en el curso ordinario de una ocupación, profesión 
o negocio; (e) las manifestaciones espontáneas arran- 
cadas por sucesos emocionantes; (f) Las declaraciones 
sobre el estado de ánimo o salud del declarante; (g) La 
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opinión pública o común sobre asuntos de interés público 
o general, y sobre ciertos y determinados hechos. La ad- 
misibilidad de estas declaraciones se basa, primero, en 
la necesidad de recibirlas como prueba, necesidad provi- 
niente de la dificultad o imposibilidad de obtener por lo 
general otras mejores o de la misma fuente sobre el he- 
cho declarado, y segundo, en las garantías de veracidad 
que ofrecen. 

(a) La primera de las excepciones de la regla gene- 
ral que rechaza los testimonios de referencia, comprende 
las declaraciones ante mortem, o sea las que se hacen 
extrajudicialmente por una persona que se halla en in- 
minente peligro de morir, acerca de la causa o circunstan- 
cias de su muerte. Aunque estas declaraciones se hayan 
prestado sin previo juramento y sin que la parte contraria 
haya tenido oportunidad de repreguntar al declarante, 
y por ende constituyen verdaderos testimonios de referen- 
cia por presentarse como una afirmación del hecho decla- 
rado, son, sin embargo, admisibles como prueba en contra 
o a favor del acusado, siempre que se refieran a la causa 
o circunstancias de la muerte del declarante, y éste tu- 
viera conciencia de la inminencia de su muerte al ha- 
cerlas. 

Son admisibles, en primer lugar, por la necesidad de 
admitir tales declaraciones, pues si no se admitiesen, se- 
ría difícil, si no imposible, en la mayoría de los casos, ob- 
tener otra prueba acerca del hecho objeto de las mismas ; 
y además, porque se prestan bajo tales circunstancias que 
alejan toda duda o sospecha de que no fuesen ciertas, 
pues son, como dice Lord Eyre, "declaraciones hechas en 
casos extremos, cuando el declarante está en vísperas de 
morir, cuando se ha perdido toda -esperanza en este 
mundo, y cuando todo móvil de falsedad se ha acallado y 
la mente se ve inducida por consideraciones las más po- 
derosas a decir la verdad: una situación tan solemne 
y terrible, que la ley la considera como creadora de una 
obligación igual a la que se impone por el juramento po- 
sitivo prestado en un tribunal de justicia". 
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Si la garantía de las declaraciones en artículo de 
muerte es la situación extrema y solemne en que se en- 
cuentra el declarante al prestarlas, que despoja a éste de 
todo motivo para faltar a la verdad, es naturalmente nece- 
sario que el que declara tuviera conocimiento o consciencia 
de la inminencia de su muerte para que sea admisible su 
declaración, pues, de otro modo, ésta no ofrecería la garan- 
tía de veracidad dimanada del efecto subjetivo que la 
proximidad inmediata de aquella produce en el ánimo 
del declarante al prestarla. Mas tal creencia o cono- 
cimiento debe ser de una muerte cierta é inminente, y no 
de una muerte meramente posible ó probable y más o 
menos remota, porque la mera posibilidad o probabilidad 
no es suficiente para cerrar la puerta a toda sospecha de 
que el declarante pudiera estar impulsado por motivos 
mundanos al prestar su declaración, y porque todos los 
hombres, siendo mortales, saben que tarde o temprano 
han de morir, y esto no basta para producir la sinceri- 
dad necesaria para la admisibilidad y fe de estas decla- 
raciones. En su consecuencia, el mero transcurso de un 
tiempo más o menos largo desde la prestación de la de- 
claración a la muerte del declarante, o el hecho de que 
éste después de prestarla haya tenido esperanzas de vi- 
vir o restablecerse, no hace inadmisible su declaración 
hecha cuando tenía la creencia de que estaba en inmi- 
nente peligro de morir, porque tal transcurso de tiempo 
o cambio de convicción no podría afectar a la sinceridad 
y veracidad de su declaración ya hecha. 

En un principio se admitían las declaraciones en 
artículo de muerte, tanto en asuntos civiles, como en cau- 
sas criminales; pero después los tribunales han limitado 
su admisibilidad a las causas criminales por homicidio o 
asesinato cometido en la persona del declarante, y esto 
es hoy la doctrina o regla. La razón aparente de esta limi- 
tación es que, en asuntos civiles y en causas criminales 
que no fuesen por homicidio o asesinato, no existe la ne- 
cesidad, uno de los fundamentos arriba expuestos, de ad- 
mitir estas declaraciones, pues sobreviviendo el ofendido 
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después de tener lugar el hecho declarado puede pres- 
tar su testimonio en juicio; en cambio, tratándose de cau- 
sas por homicidio y asesinato, la muerte de la víctima 
hace imposible el que ésta pueda declarar en el juicio 
de la causa, lo que sabe acerca del delito cometido en su 
propia persona. Este razonamiento no parece muy ló- 
gico, porque la necesidad en que se funda la admisibi- 
lidad de estas declaraciones, no proviene de la impo- 
sibilidad absoluta de obtener otras pruebas, sino de 
conseguir pruebas de la misma fuente, o sea el tes- 
timonio del occiso, pues en prueba de ello tales declara- 
ciones no dejan de ser admisibles aunque hubiera otras 
sobre el mismo hecho o extremo, y tal necesidad relativa 
existe también en los demás casos. Además, si la sanción 
que garantiza la veracidad de estas declaraciones es la 
situación extrema y solemne en que se halla el decla- 
rante al prestarlas, que aleja toda sospecha de que éste 
en tal estado faltase a la verdad, no hay verdadera razón 
por qué sólo se han de admitir si se refieren a la causa y 
circunstancias de la muerte del declarante en los casos 
de homicidio o asesinato, y no si versan sobre otros he- 
chos, o se trata de presentarlas como prueba en asuntos 
civiles y otras causas criminales, aun cuando el declarante 
al hacerlas se hallara en el mismo estado o situación. 

(b) Las declaraciones que constituyen otra de las 
excepciones, son las que versan sobre el parentesco, linaje 
o genealogía de familia ; y entendemos por tales, no sólo 
las que propiamente se refieren a los vínculos de consan- 
guinidad y afinidad que unen a un individuo con otro, sino 
también las que versan sobre el hecho y la fecha del na- 
cimiento, el matrimonio, muerte, y cualquier otro hecho 
notable en la vida de una persona o en la historia de una 
familia que pueda presumirse conocido por sus miem- 
bros. Estas declaraciones hechas por uno de la mis- 
ma familia o allegado a ella son admisibles como prue- 
ba de los hechos a que se refieren, aunque el decla- 
rante no las haya prestado bajo juramento y la otra 
parte no haya tenido oportunidad de repreguntarle, si 



— 40 — 

se prueba que aquel es miembro de la familia de cuya 
genealogía se trata, había hecho tales declaraciones ante 
litem motam, o sea antes de suscitarse controversia al- 
guna acerca de los hechos manifestados, y ya está muerto 
o se encuentra fuera de las Islas Filipinas. 

La admisibilidad de estas declaraciones se funda, en 
primer término,, en la necesidad de que sean recibidas 
como prueba, porque se refieren generalmente a hechos 
ocurridos mucho tiempo ha, y que, como el nacimiento de 
una persona que establece su parentesco con otra, son di- 
fíciles y con frecuencia imposibles de averiguar si se exi- 
giese que se prueben por el testimonio de testigos presen- 
ciales, que han pasado ya generalmente al otro mundo ; y 
además, en las garantías de veracidad que ofrecen tales 
declaraciones, pues que se consideran como manifestacio- 
nes sinceras de personas que debían de saber los hechos 
sobre que declararan por interesarles como miembros de 
la misma familia, y no tener entonces motivo alguno para 
faltar a la verdad. 

(c) La tercera de las excepciones de la regla ge- 
neral que rechaza los testimonios de referencia, consiste en 
las declaraciones hechas por una persona en contra de sus 
intereses económicos, que son admisibles como prueba de 
los hechos manifestados, aunque el declarante fuese ex- 
traño a las partes en el litigio en el que se trate de pre- 
sentarlas, siempre que se pruebe o se pueda presumir 
que el declarante tenía o debía de tener conocimiento de ta- 
les hechos, y que no puede declarar más en el juicio por ha- 
ber muerto. Así, en una acción para recobrar daños y 
perjuicios por pérdidas ocasionadas por un incendio que, 
según se alegaba, ha estallado por negligencia de la 
parte demandada, en cuyo edificio tuvo origen el fue- 
go, la manifestación hecha a un tercero, dos semanas des- 
pués del incendio, por un empleado, ya muerto, de la 
parte demandante, al efecto de que él era el que lo 
había causado accidentalmente en el propio edificio del de- 
mandante, se ha declarado admisible como prueba, por 
ser una declaración contra los intereses económicos del 
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declarante, pues por ella éste se hacía responsable o cau- 
sante del incendio. 

El fundamento de esta excepción estriba tam- 
bién, como el de las anteriores, en la necesidad de reci- 
bir tales declaraciones como prueba por la imposibi- 
lidad de obtener otras pruebas de la misma fuente, o sea 
el testimonio en juicio del mismo declarante, ya difunto; 
y, además, en la improbabilidad de que no sean ciertos 
los hechos declarados, pues el sentido común y la expe- 
riencia nos enseñan de consuno que generalmente los 
hombres, dados la atención y cuidado que ponen en la 
defensa de sus intereses, no manifestarían deliberada- 
mente hechos que redundan en perjuicio de ellos si no 
fuesen ciertos. 

Aunque en algunos casos se confunden las admisio- 
nes con las declaraciones contra los intereses económi- 
cos del declarante, las dos se distinguen: en primer 
lugar, en que aquellas sólo son admisibles como prueba 
en un juicio contra la parte admitente u otras personas 
legalmente identificadas con ella, mientras que éstas tam- 
bién lo son en cualquier litigio en que fuesen pertinentes 
aunque en él no sea parte ni tenga interés el declarante ; 
en segundo lugar, en que las declaraciones que nos ocupan 
sólo se reciben en el caso de que el declarante hubiera 
muerto y, por ende, no pudiese más declarar como testigo, 
mientras que las admisiones son admisibles aunque el 
admitente estuviese presente y pudiese testificar en jui- 
cio; y por último, en que éstas no requieren, como con- 
dición indispensable, que los hechos admitidos fueran 
al tiempo de hacerse perjudiciales al admitente, mientras 
que las declaraciones de que tratamos exigen, como requi- 
sito para su admisibilidad, que los hechos declarados fue- 
ran entonces contra los intereses económicos del decla- 
rante siendo indiferente el que ya no lo fuesen al presen- 
tarlas como prueba. 

(d) Otra de las excepciones de la regla general a que 
nosotros nos venimos refiriendo, la forman las declaracio- 
nes por escrito o asientos hechos por una persona en el 
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curso ordinario de su negocio o profesión, y necesarios o 
por lo menos útiles para el declarante, como son, por ejem- 
plo, los asientos en los libros de un comerciante referentes 
a sus transacciones mercantiles ; las actas consignadas por 
un capitán en su libro de navegación en los casos de arriba- 
da forzosa ; los asientos en el docket o libro-registro de un 
abogado sobre la tramitación de los asuntos a él encomen- 
dados, y las partidas de bautismo en los libros parroquia- 
les. Siempre y cuando el declarante o el que los ha hecho 
estuviese imposibilitado para declarar en juicio, por inca- 
pacidad mental, enfermedad, ausencia del pais, o muer- 
te, tales asientos, fuesen en contra o a favor del que los 
hace, son admisibles en cualquier juicio en que sean per- 
tinentes al hecho en controversia, al igual que las decla- 
raciones contra los intereses económicos del declarante. 

Estos asientos tienen por fundadamente de su admi- 
silidad, en general, en las garantías de veracidad que ofre- 
cen, pues dada su naturaleza y haciéndose al mismo tiem- 
po o poco después de tener lugar u ocurir los hechos 
a que se refieren, sin otro fin u objeto que el de tener 
un registro del estado de las transacciones ordinarias de 
un negocio o de los actos ejecutados en el desempeño de 
un cargo, profesión u ocupación, no existe razón para sos- 
pechar que el que los haya hecho tuviese motivo alguno 
para falsearlos. En efecto, el objeto mismo para el cual 
se hacen exige que sean fiel y correcta transcripción de 
los hechos anotados, pues, de otro modo, en vez de ser úti- 
les al interesado, le inducirían a errores que pudieran 
ser perjudiciales para sus propios intereses; aparte de 
que cualquiera equivocación o falsedad en tales asientos 
podría fácilmente ser descubierta o discutida por aquellos 
con quienes el que los hace estuviese relacionado, y 
si éste es un subordinado habría además el temor de 
una censura, por lo menos, por parte de su principal. 
Y además, el mismo hábito de consignar metódica- 
mente y de una manera regular y ordinaria tales asien- 
tos, hace que instintivamente, por virtud de la misma 
ley de la inercia, se transcriban fiel y correctamente los 
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hechos y transacciones a que se refieren tales como han 
tenido lugar, y que se requiera cierto esfuerzo para pro- 
ceder de un modo distinto o tergiversarlos. 

Dado el fundamento arriba referido de la admisi- 
bilidad de los asientos que nos ocupa, obvio es que éstos de- 
ben reunir ciertos requisitos sin los cuales no puedan 
considerarse como una excepción de la regla que re- 
chaza los testimonios de referencia, ni por consiguiente 
recibirse como prueba, porque no ofrecerían las garan- 
tías de veracidad que se requieren para que sean admisi- 
bles en juicio. Estos requisitos son: primero, que la decla- 
ración o asiento se haya hecho de una manera regular, y 
no casual o aislada, según se puede comprobar mediante 
inspección del mismo libro o documento en donde consta ; 
segundo, que se haya hecho en o hacia el tiempo en que 
se ejecutó el acto u ocurrió el hecho anotado, y tercero 
que de éste el declarante tuviera conocimiento personal, 
porque de lo contrario su testimonio sería a su vez de re- 
ferencia. 

(e) La cuarta excepción de la regla general sobre 
testimonios de referencia, la constituyen las declaraciones 
o manifestaciones espontáneas hechas inmediatamente 
después de ejecutarse un acto u ocurrir un suceso emo- 
cionante, por la misma persona afectada o por un mero 
espectador. Ejemplo típico de ellas son las que, en el 
acto, o inmediatamente después del suceso, se hiciesen por 
una persona agredida por otra refiriéndose a la manera 
como se ha verificado la agresión, o por uno que estuviera 
presente en una refriega, colisión de trenes, choque de 
automóviles, o cualquier otro suceso análogo, acerca de 
sus circunstancias tales como las ha visto. Las de- 
claraciones de que se trata son verdaderos testimonios de 
referencia, pues sirven para demostrar la verdad de los 
hechos a que se refieren, pero son admisibles como prueba, 
aun cuando el declarante viviese y pudiese declarar en 
juicio, porque se consideran como una exteriorización es- 
pontánea y fiel de la impresión producida en su mente, 
cuando la razón, dominada y paralizada momentánea- 
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mente por la fuerza de la emoción, no ha tenido aún 
tiempo de reflexionar para tergiversar los hechos a favor 
de determinados intereses. 

Estas manifestaciones o declaraciones, para que sean 
admisibles, deben, en primer término, referirse a las cir- 
cunstancias de un suceso recientemente ocurrido, capaz de 
producir en el declarante una excitación nerviosa y hacer 
que su manifestación o exclamación sea espontánea e irre- 
flexiva, y deben, además, haberse hecho inmediatamente 
o algún tiempo después de dicho suceso, cuando la 
mente del que las hiciera pudiese considerarse sometida 
aún a la influencia del hecho acaecido, y por consi- 
guiente pueda decirse que, no obstante el lapso de tiempo 
transcurrido, el declarante no ha tenido oportunidad de 
reflexionar sobre lo que había de decir. Por ejemplo, si una 
persona que recibe un golpe dado en su cabeza por otra y 
cae en tierra sin sentido por algunos minutos, hiciese la 
manifestación, inmediatamente después de volver en sí, de 
que aquella, llamándole por su nombre, es la que la había 
golpeado, tal declaración o manifestación es admisible 
como prueba, a pesar del tiempo transcurrido, porque du- 
rante él la agredida no pudo haber tenido tiempo para 
inventar una declaración falsa. 

Las declaraciones que nos ocupan se han considerado 
por algunos tratadistas y tribunales como parte de la res 
géstete, confundiéndolas con las que acompañan a un acto 
de carácter equívoco o ambiguo para caracterizarlo o 
explicarlo, de que ya hemos hablado más arriba. Tal 
confusión de conceptos es, sin embargo, errónea, porque 
estas últimas no se usan, como ya hemos dicho, para es- 
tablecer la certeza a falsedad del hecho manifestado, sino 
que simplemente se admiten como parte del hecho o acto 
a que acompañan si este es el objeto de la investigación 
o pertinente al mismo, y por eso se llaman parte de la res 
gestae; mientras que las de que se trata se aducen como 
prueba de la certeza del hecho o hechos a que se refieren, 
y no simplemente como parte de éstos. Y además, por- 
que no es necesario, como lo es en las declaraciones que 
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forman parte de la res gestae, que se hiciesen al mismo 
tiempo o acompañen al hecho a que se refieren, sino que 
pueden ser hechas algún tiempo después. 

(f) Constituyen, asimismo, una excepción de la 
regla general sobre la inadmisibilidad de los testimonios 
de referencia, las declaraciones o manifestaciones que ex- 
teriorizan algún dolor o padecimiento interno, síntoma 
o efecto de una enfermedad, del que declara, como, por 
ejemplo, la manifestación de una persona de que se halla 
indispuesta o siente dolor en alguna parte del cuerpo; así 
como también las que delatan el plan, propósito, intención, 
motivo, malicia, resentimiento, en una palabra, cualquier 
estado de ánimo del que las hace, como cuando uno dice 
que va a matar a otro, o que está resentido de él. Estas 
declaraciones, aunque hechas fuera del juicio, son admi- 
sibles como prueba de tales hechos subjetivos cuando se 
trata de averiguar su existencia en o hacia el tiempo en 
que fueron manifestados, si, en vista de las circunstancias, 
pudiesen ser consideradas como su expresión espontánea 
y natural, porque es de presumir, según nos enseña la ex- 
periencia, que manifestaciones así hechas se hallan con- 
formes con la realidad y son reveladoras de la existencia 
real de tales hechos subjetivos de los que constituyen la 
única y mejor prueba. 

(g) La opinión común o pública sobre un hecho 
se forma y, con frecuencia, se sabe por declaraciones o 
manifestaciones individuales de los miembros de una co- 
munidad, y por consiguiente es un verdadero testimonio 
de referencia, y, como tal, inadmisible, si se toma como 
prueba de la verdad del hecho objeto de ella: pero hay 
casos en que la opinión o voz pública, dadas las circuns- 
tancias bajo las cuales se forma y la naturaleza del he- 
cho a que se refiere, se admite como prueba, constituyendo 
la última excepción de la regla sobre testimonios de re- 
ferencia. 

De esta última clase es la opinión o voz pública sobre 
asuntos de interés general para los miembros del Es- 
tado o de una comunidad, como la referente a los linderos 
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de terrenos y vias públicos, a los limites de pueblos, ciu- 
dades, y provincias, al derecho de una comunidad al uso 
de leguas comunales, etc., que es admisible si es de tiempo 
inmemorial o de generaciones ya pasadas, y debe esta- 
blecerse por lo que decían, según el testigo, los viejos que 
vivían en la comunidad afectada, antes de suscitarse cues- 
tión alguna acerca de la verdad de los hechos a que se 
refiere. 

La admisibilidad de esta clase de prueba se funda, 
en primer lugar, en la necesidad de recibirla por la di- 
ficultad o imposibilidad de obtener otras sobre la materia, 
porque, generalmente, los hechos sobre que versa datan 
de tiempos tan remotos y son de origen tan oscuro, que es 
difícil, si no imposible, hallar prueba directa u original 
acerca de los mismos ; y en segundo lugar, en ciertas ga- 
rantías de veracidad que ofrece, pues no existe motivo 
alguno para sospechar que no fuese cierta, sino inven- 
tada o formada para algún fin o beneficio personal, por- 
que, siendo de interés general, se puede presumir que to- 
dos los miembros de la comunidad estarían interesados y 
familiarizados con tales hechos, y que, por lo tanto, nin- 
guno en particular tendría interés propio que le pudiera 
inducir a faltar a la verdad. 

También se admite, bajo esta excepción, la opinión o 
voz pública acerca de la solvencia o insolvencia de una 
persona, del carácter o reputación de un litigante o tes- 
tigo en orden a la honestidad, veracidad, honradez, etc., 
y de la reputación de una casa de ser, por ejemplo, de 
juego, de prostitución, etc.; y su admisibilidad se basa 
en que estos hechos son de tal naturaleza que trans- 
cienden generalmente al público y suelen ser objeto de 
comentarios por los miembros de la misma comunidad, 
y en que, para demostrarlos, es difícil hallar otro medio de 
prueba mejor o tan aceptable como la de que se trata. 

Testimonio de opinión. Como el testimonio de los 
propios sentidos es la más segura fuente de certeza, es 
deber del juez el comprobar, directamente o por sí mismo, 
la existencia o no existencia de un hecho en controversia, 
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sin valerse del testimonio de terceras personas o testigos 
siempre y cuando pueda hacerlo. Cuando se trata de he- 
chos ya ocurridos y que no pueden ser reproducidos en 
juicio, como los que, generalmente, se investigan por los 
tribunales, el juez no tiene otro recurso más que admitir 
la declaración de testigos que los ha percibido, porque 
no le sería posible comprobarlos directamente; pero 
cuando se trata de materias o hechos que pueden ser re- 
producidos ante el tribunal y apreciados por él tan bien 
como por otras personas, el juez no tiene necesidad del 
testimonio de testigos. Por eso los testigos deben limi- 
tarse a declarar sobre hechos que han caído bajo la ac- 
ción de sus sentidos y que no pueden ser reproducidos 
en juicio, y no les está permitido, a menos que sean peritos, 
emitir su conclusión u opinión basada en hechos por ellos 
percibidos, porque ésta es innecesaria y superflua para 
la investigación judicial. Innecesaria y superflua, por 
cuanto, si la cuestión que se investiga versa sobre he- 
chos o materias de conocimiento común u ordinario, el 
tribunal mismo puede formar su propia conclusión o jui- 
cio, y si se trata de cuestiones que requieren, para su de- 
bida apreciación, conocimientos técnicos o especiales, un 
testigo (no perito) no está mejor capacitado que el propio 
juez para emitir su opinión, y, por consiguiente, éste no 
necesita de la ayuda del testigo para ilustrarse. 

Conviene distinguir la opinión o juicio propia- 
mente dicho, de ciertos conceptos integrados por varios 
hechos o detalles tan complicados y casi impercepti- 
bles que ordinariamente se expresan de un modo sin- 
tético, conceptos que no vienen a ser más que una es- 
pecie de conclusión o la manifestación de la impre- 
sión producida en la mente por la combinación de todos los 
detalles que los forman, como cuando se trata de relatar la 
cantidad, peso, distancia, velocidad, forma, dimensión 
fuerza, temperatura, apariencia, semejanza, identidad, 
conducta, estado de ánimo, condición física, situación eco- 
nómica, etc. Como los hechos o detalles que integran o 
forman estos conceptos no pueden, generalmente, descri- 
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birse o relatarse debidamente al tribunal, se permite en 
tales casos a cualquier testigo que los haya visto emi- 
tir o expresar su impresión o conclusión basada sobre 
ellos, porque no podrían ser tan bien apreciados por el juez 
como por los testigos que los hayan percibido. Por ejem- 
plo, el que en determinada ocasión haya visto a una perso- 
na, podrá declarar si estaba entonces alegre o triste, por- 
que la expresión del rostro, los movimientos y demás deta- 
lles de su fisonomía que han producido en la mente del tes- 
tigo esa impresión, difícilmente podrán referirse al tri- 
bunal y apreciarse debidamente por éste. Es verdad que 
la expresión de tales conceptos envuelve cierta inducción 
basada en dichos detalles, pero no puede considerarse en 
rigor como una opinión o juicio, que exige un grado de 
raciocinio más complejo, sino más bien como declaración 
sobre un hecho, pues los detalles en que se basa son del 
dominio de los hombres en general, y la inducción que en- 
vuelve es tan simple e instintiva que casi todos la hacen 
inconscientemente para expresar tales ideas. 
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PRUEBA PERICIAL. 



, uicio o dictamen pericial. — Si la opinión de los tes- 
tigos no se admite, en general, como prueba, 
es porque, como acabamos de decir, el juez no 
tiene necesidad de ella, por cuanto puede, tan bien 
o mejor que ellos, deducir por sí su conclusión o for- 
mar su propio juicio. Pero como no todos las cues- 
tiones que se investigan y se someten a la decisión del 
tribunal están al alcance de la generalidad de las in- 
teligencias, y las hay que requieren, para su debida apre- 
ciación y comprobación, conocimientos especiales ó téc- 
nicos, de ahí que tratándose de tales cuestiones, el juez, 
que no tiene y no necesita tener conocimientos enciclopé- 
dicos, se vale de personas ó testigos llamados peritos por 
haberse especializado o tener experiencia suficiente en sus 
respectivas materias, y recibe su opinión para ilustrarse 
acerca de ellas. Esta opinión emitida por peritos es 
la que se denomina juicio o dictamen pericial. 

El dictamen pericial no es más, en último análisis, 
que la conclusión o consecuencia que un perito deduce de 
un silogismo, la premisa mayor del cual son los conoci- 
mientos que ha adquirido, mediante estudio ó práctica, 
sobre la materia objeto de su especialidad, y la menor los 
hechos concretos á los cuales tiene que aplicar sus cono- 
cimientos. Así, por ejemplo, la opinión de un perito mé- 
dico acerca de si una persona murió envenenada, es la 
conclusión que deduce de un silogismo cuya premisa ma- 
yor la constituyen los conocimientos científicos que tiene 
acerca de lo£ efectos del veneno en el organismo humano, 
y cuya premisa menor es el estado que el organismo de 
dicha persona presentaba durante ó después de la autop- 
sia. 

Los casos en que es admisible el dictamen pericial 
son tantos cuantas las cuestiones que puedan susci- 
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tarse referentes a alguna ciencia, arte, comercio o in- 
dustria, por lo que no es posible especificarlos de una ma- 
nera acabada; pero se puede decir que, en general, el 
juicio de peritos es admisible siempre que la investiga- 
ción verse sobre hechos de tal naturaleza que requieran 
estudios o conocimientos especiales para su apreciación 
o comprobación, como, por ejemplo, cuando se trata de 
determinar la viabilidad de un feto, o de analizar los 
elementos componentes de una sustancia, para lo cual sólo 
los médicos y químicos, respectivamente, son competen- 
tes. Como la admisibilidad de una opinión pericial 
sobre ciertas materias depende de los conocimientos 
especiales o técnicos del que se dice ser perito, sigúese 
claramente que, para que uno pueda ser admitido como 
tal y emitir su juicio o dictamen, es preciso que antes se 
demuestre, a satisfacción del juez, su pericia o experien- 
cia en tales materias, adquirida mediante el estudio o la 
experiencia. 

Aunque las obras o tratados científicos son muy im- 
portantes como fuentes de conocimiento para los peritos 
en su respectivo ramo, la opinión aceptada por la ma- 
yoría de los tribunales es, que no se puede presentar 
como prueba o leer en juicio un extracto de tales obras, 
puesto que las opiniones contenidas en ellas vienen a ser 
testimonios de mera referencia, no prestados bajo jura- 
mento y ante el juzgado para que la otra parte tenga 
oportunidad de repreguntar al autor. En su consecuen- 
cia, tampoco se puede corroborar o contradecir el testimo- 
nio de un perito presentando como prueba tales obras 
o extracto de ellas; pero si él invoca o cita la autoridad 
de autores reconocidos sobre la materia para apoyar o 
corroborar su opinión, la otra parte podrá presentar 
y leer la obra a que el perito se refiere o probar lo que 
aquella dice, para impugnar o contradecirle. 

Preguntas hipotéticas. — Un perito, por el mero he- 
cho de ser admitido como tal, se presume que sabe la pre- 
misa mayor del silogismo arriba referido, o sea los cono- 
cimientos técnicos que debe poseer como perito ; mas sólo 
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puede tener conocimiento de la premisa menor si ha te- 
nido oportunidad de examinar los hechos sobre que ha 
de dictaminar. Si los ha observado o examinado per- 
sonalmente, se puede pedir directamente su dictamen 
acerca de ellos, porque ya tiene conocimiento de ambas 
premisas ; en el caso contrario, sería necesario que en las 
preguntas en que se solicite su opinión se le relaten los he- 
chos sobre que ha de emitirla, para que tenga también co- 
nocimiento de la premisa menor. Estas preguntas que ex- 
ponen los hechos concretos acerca de los cuales se pide 
el dictamen de un perito, son las que se llaman preguntas 
hipotéticas, y se denominan así porque dan por supuestos 
ciertos hechos que sirven de una de las premisas, para 
que aquel pueda deducir de ellos la conclusión o el dic- 
tamen que se le pide. Así, por ejemplo, para que un mé- 
dico que no ha examinado las heridas de una persona 
pueda emitir su opinión acerca de si ésta murió a conse- 
cuencia de las mismas, es preciso que se le pregunte si unas 
heridas, suponiendo que fuesen de tal naturaleza y ex- 
tensión (como las de que se trata), pueden causar la 
muerte de una persona. 

Las preguntas hipotéticas son las que ordinaria- 
mente se hacen a los peritos que no han tenido oportu- 
nidad de observar personalmente los hechos sobre los cua- 
les han de dar su dictamen, porque, además de lo dicho 
en el párrafo anterior, como la fuerza probatoria del tes- 
timonio pericial depende de la certeza de los hechos que le 
sirven de base, el juez no podría determinar la pertinen- 
cia o el peso que merece una opinión pericial si no sabe 
los hechos en que ésta se funda, y para que los sepa es pre- 
ciso especificarlos en juicio en forma de preguntas hipoté- 
ticas al perito. Así es que, aunque éste haya oído o visto las 
pruebas aportadas en el asunto, no puede ser requerido a 
que emita su juicio en vista de tales pruebas, sino que es 
necesario que se le especifiquen los hechos sobre los cuales 
ha de dictaminar, para que el juez tenga conocimiento 
del fundamento de su opinión, a menos que todos o la 
parte esencial de los hechos declarados por los testigos 
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hayan sido oídos por un perito y no estén controvertidos, 
en cuyo caso se puede pedir su opinión sobre ellos bajo la 
hipótesis de que son ciertos. 

Para que sea admisible una pregunta hipotética, es 
necesario que ésta se refiera a hechos sobre los cuales 
ya exista alguna prueba en autos, puesto que sería per- 
der inútilmente el tiempo si se pidiese la opinión del 
perito sobre otros, porque el dictamen no serviría para 
nada en la determinación del asunto ; en cambio, existiendo 
alguna prueba sobre unos hechos, aunque no estuvieran 
aún debidamente establecidos, podrían después aducirse 
más pruebas sobre los mismos y el juez considerarlos 
probados. La razón es que, constituyendo los hechos 
sobre los cuales se pide la opinión pericial la premisa me- 
nor del silogismo, si no resultan probados sería falsa dicha 
premisa y, por consiguiente, falsa también la conse- 
cuencia u opinión del perito considerada en relación 
con la cuestión que se ventila. Ello no obstante, siendo 
propio de las facultades directivas o discrecionales del 
juez el regular el orden en la introducción de las pruebas, 
éste puede permitir a la parte que presenta el perito que 
le dirigiese una pregunta hipotética referente a hechos so- 
bre los cuales se propone presentar pruebas más tarde, 
sin perjuicio de descartar o prescindir de la contestación 
o dictamen del perito sobre ellos si no se aportasen des- 
pués tales pruebas. 

Todo lo dicho en el párrafo anterior debe observarse 
en el examen directo o preguntas dirigidas por la parte 
que presenta a un perito como testigo, pero no en el exa- 
men indirecto o repreguntas de la contraria, en las que 
se suele conceder más latitud, en razón a que su objeto es 
aquilatar la veracidad o habilidad del testigo acerca de 
lo que declara. Por eso, si bien en las preguntas direc- 
tas a un perito las hipótesis tienen que referirse a hechos 
de algún modo probados, en las indirectas los tribunales 
pueden permitir preguntas hipotéticas referentes a he- 
chos no mencionados en las pruebas, siempre que sean 
pertinentes al punto controvertido. 
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Dictamen pericial sobre ciertas y determinadas cues- 
tiones. — Aunque ya* hemos dicho que los casos en que se 
admite la prueba pericial son tantos cuantas son las 
cuestiones que pueden suscitarse referentes a alguna cien- 
cia, arte, comercio o industria, creemos conveniente hablar 
aquí del dictamen pericial sobre (a) el valor de una cosa, 
(b) el estado mental de una persona, y (c) la autentici- 
dad de un manuscrito, que por su importancia y uso fre- 
cuente merecen ser tratados aparte. 

(a) Cuando se trata de estimar el valor de cosas 
o servicios, es muy natural que se admita como prueba la 
declaración al efecto de su dueño o arrendador, porque na- 
die mejor que éstos podrá saberlo. Pero además de la 
valuación hecha por el mismo dueño, también pueden 
emitir su opinión tanto los testigos ordinarios como los 
peritos o expertos en la materia. La opinión de los pri- 
meros es admisible cuando se trata de apreciar el valor 
de cosas de uso ordinario o general, con tal que las ha- 
yan visto y hayan tenido oportunidad de saber el precio 
corriente de otras de la misma naturaleza. El dictamen 
de los últimos lo es siempre que se trate de determinar el 
valor de servicios profesionales o de cosas que no son 
de uso general y cuya apreciación no cae dentro de la 
experiencia común, aunque no hayan sido vistos por 
el perito sino sólo descritos en preguntas hipotéticas. Y 
para ser experto en la materia no se requiere que una per- 
sona haya hecho un estudio especial o técnico acerca del 
valor de tales cosas, sino que basta que haya tenido expe- 
riencia sobre él por razón de su ocupación o negocio. 

(b) Para determinar el estado mental de una per- 
sona, es admisible, según doctrina sancionada por el de- 
recho común de Inglaterra y reconocida en Estados Uni- 
dos de América, la declaración de testigos ordinarios, pues 
cualquiera persona que haya observado de cerca los actos 
o conducta de otra puede decir si ésta se halla o no en 
su sano juicio. Es verdad que en algunos de dichos Es- 
tados ha habido tribunales que no aceptaron dicha doc- 
trina, pero hoy ésta es la seguida por casi todos ellos y 
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adoptada por nuestro Código de Procedimiento Civil, que 
dispone que una persona puede emitir su opinión acerca 
del estado mental de otra, con tal que aquella fuese cono- 
cida íntima de ésta y manifestase los hechos que haya 
observado y apoyan su opinión. Y nuestro Código no 
exige estos requisitos para la admisibilidad de la opi- 
nión de una persona que haya suscrito como testigo 
un documento, acerca del estado de las facultades menta- 
les del otorgante, así es que los testigos instrumentales 
de un testamento pueden declarar acerca del estado men- 
tal del testador aunque no le hayan conocido con anterio- 
ridad a dicho acto. 

Si, como hemos dicho, los testigos ordinarios pueden 
emitir su opinión acerca del estado de las facultades men- 
tales de una persona, con más razón pueden hacerlo los 
peritos que han hecho estudios sobre la materia ; y la opi- 
nión de éstos últimos es admisible aunque no hayan es- 
tado en contacto familiar con tal persona, pues basta que 
hayan tenido oportunidad de observarla alguna vez o 
se les especifiquen los hechos en que basarse, para que 
puedan emitir su dictamen pericial. No cabe duda al- 
guna sobre este punto, pues todos los tribunales están 
acordes. Sólo surge una diversidad de criterio acerca 
de quienes se consideran peritos en esta materia, es decir, 
si un médico ordinario puede emitir su dictamen como 
perito sobre el estado mental de una persona, o si es 
preciso que sea un alienista o especialista en enferme- 
dades mentales. No obstante haberse sostenido por al- 
gunos tribunales la doctrina de que es necesario ser un 
especialista en enfermedades mentales para poder emitir 
una opinión acerca del estado mental de una persona, es 
doctrina general hoy admitida por la mayoría de los tri- 
bunales en los Estados Unidos, y por consiguiente debe 
ser también la de los de estas Islas, que basta para ello 
ser un médico titulado en ejercicio, 

(c) Un manuscrito se comprueba por cualquiera de 
estos tres medios : bien por un testigo que haya visto al 
autor en el mismo momento de escribirlo, bien por otro 
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que esté familiarizado con la forma de la escritura de la 
persona a quién se atribuye tal manuscrito, o bien por 
un perito o experto en caligrafía que lo compare o co- 
teje con otro conocidamente auténtico de dicha persona. 
Un testigo que haya visto a una persona escribir un ma- 
nuscrito o esté familiarizado con la forma de su escritura 
por haber sostenido correspondencia o recibido car- 
tas manuscritas por ella, puede declarar o identificar en 
juicio si el manuscrito es de puño y letra de dicha persona, 
sin necesidad de ser perito. Pero, para comprobar un 
manuscrito mediante su comparación o cotejo a fin de de- 
determinar su semejanza, no es competente un testigo or- 
dinario, sino un experto en caligrafía o el mismo juez por- 
que éste no tiene necesidad de ilustrarse con la opinión 
de personas que no son más idóneas que él para hacer la 
comparación. Más para ello es menester que el manus- 
crito con el que se compare el que se trata de comprobar, 
haya sido admitido o probado como legítimo de la parte 
contra quien se presenta. 

Cuando no se trata de investigar si un manuscrito 
es de puño y letra de una persona determinada, sino de 
descifrar una escritura ineligible, o comprobar si dos o 
más documentos se han escrito por una misma mano, 
o determinar si un manuscrito es simulado o apócrifo, o 
averiguar si se han raspado algunas palabras de un ma- 
nuscrito y sustituido con otras, o fijar el tiempo en que 
se haya hecho la alteración, intercalación o raspadura de 
un documento, sólo es admisible la opinión de peritos en ca- 
ligrafía, por tratarse de cuestiones de carácter profe- 
sional o técnico que los legos no pueden resolver. Y son 
testigos competentes como peritos, no sólo los que hayan 
estudiado especialmente la caligrafía, sino también los 
que hayan tenido experiencia en ella por razón de su pro- 
fesión o negocio, como los maestros de escuela, tenedores 
de libros, y otros cuya ocupación les pone en condiciones 
de ser entendidos en dicha materia. 

Eficacia probatoria del dictamen pericial — Se ha di- 
cho que el dictamen pericial debe apreciarse con cautela, 
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pues los peritos están ordinariamente inclinados a favore- 
cer a la parte que les presenta, y además no pueden ser 
procesados por perjurio aunque falten a la verdad, por- 
que no declaran sobre hechos sino que emiten sus deduc- 
ciones o conclusiones sacadas de éstos. Pero creemos que 
el dictamen o juicio pericial merece la misma considera- 
ción que cualquiera otra prueba, si bien los jueces no es- 
tán obligados a atemperar su criterio a tales juicios, 
sino que pueden concederles o negarles eficacia probato- 
ria, teniendo en cuenta la certeza o falsedad de los hechos 
que les sirven de fundamento, la capacidad del perito, 
la legitimidad de sus consideraciones, y las demás prue- 
bas aportadas en juicio. La libertad de los tribunales 
en aceptar o prescindir de los dictámenes periciales, de- 
pende principalmente de la naturaleza del objeto de la in- 
vestigación: aquellos obran con más independencia de 
criterio, cuando se trata de materias que están, por de- 
cirlo así, en la línea fronteriza entre las de conocimiento 
común y las de conocimiento estrictamente pericial o téc- 
nico, como la apreciación del valor de un objeto ordinario; 
y obran con menos independencia, en cierto sentido, cuan- 
do la cuestión versa sobre asuntos de carácter eminente- 
mente técnico, como el tratamiento de una enfermedad. 
Pues si la materia objeto de un dictamen pericial es tal 
que puede ser apreciada de algún modo por el juez, éste 
podría formar su propio criterio y rechazar el dicta- 
men del perito si cree que es erróneo; en cambio, si es 
de tal naturaleza que el juez no puede tener conocimiento 
alguno acerca de ella, aquel no podría apreciarla debida- 
mente ni, por ende, formar sobre la misma opinión pro- 
pia, que le sirva de base para justipreciar la emitida por 
el perito. 

He terminado. 
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Real y Pontificia Universidad de Sto. Tomás 



DE MANILA 



SOLEMNE DISTRIBUCIÓN DE PREMIOS DEL CURSO ACADÉMICO DE 1919 A 1920 

Alumnos que por su conducta, aplicación y aprovecha- 
miento han sido acreedores, previos los ejercicios de opo- 
sición, a los premios ordinarios del curso de 1919 a 1920. 



FACULTAD DE TEOLOGÍA 



Teología dogmática, 1er. curso. 

D. Esteban Montecillo y Precillas, natural de Bor- 
bón, provincia de Cebú. 

Teología moral fundamental. 

D. Esteban Montecillo y Precillas, natural de Bor- 
bón, provincia de Cebú. 

Exégesis bíblica, 1er. curso. 

D. Esteban Montecillo y Precillas, natural de Bor- 
bón, provincia de Cebú. 

Introducción general a la Sagrada Escritura. 

D. Pascual Quimbo y Caveiro, natural de Calbiga, 
provincia de Samar. 

Elocuencia sagrada. 

D. Emilio Verzosa y Florentín, natural de Vigan, 
provincia de llocos Sur. 

Música sagrada. 

D. Emilio Verzosa y Florentín, natural de Vigan, 
provincia de llocos Sur. 
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FACULTAD DE DERECHO. 



Economía política. 

D. Lorenzo Garlitos y Cayaban, natural de Manga- 
tarém, provincia de Pangasinán. 

Fuentes del Derecho. 

D. Emilio Medina y Lazo, natural de Dingras, pro- 
vincia de llocos Norte. 

Prolegómenos del Derecho. 

D. Emeterio Soliven y Torrijos, natural de Bangued, 
provincia de Abra. 

Derecho romano. 

D. Lorenzo Garlitos y Cayaban, natural de Manga- 
tarém, provincia de Pangasinán. 

Derecho mercantil, 1er. curso 

D. Macario Calayag y Solís Gerónimo, natural de 
Paombong, provincia de Bulacán. 

Derecho penal, 1er. curso. 

D. Mariano Singson y Lapera, natural de Catarman, 
provincia de Samar. 

Derecho administrativo. 

D. Mariano Singson y Lapera, natural de Catarman, 
provincia de Samar. 

Procedimiento civil, 1er. curso 

D. Salvador Araneta y Zaragoza, natural de Ma- 
nila, provincia de Manila. 

Derecho constitucional. 

D. Salvador Araneta y Zaragoza, natural de Ma- 
nila, provincia de Manila. 
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Derecho penal, 2.o curso. 

D. Nicomedes Rupisan y Tasani, natural de Alcalá, 
provincia de Pangasinán. 

Procedimiento criminal. 

D. Aurelio Hilado y Abogado, natural de S. Dioni- 
sio, provincia de Iloilo. 

Derecho internacional publico. 

D. Vicente Ribaya y Revatoris natural de Oas, pro- 
vincia de Albay. 

Derecho internacional privado. 

D. Floro Cordero y Congson, natural de Burauen, 
provincia de Leyte. 

FACULTAD DE FILOSOFÍA Y LETRAS. 



Historia Universal, 1er. curso. 

D, José de Venecia y Rávalo, natural de Dagupan, 
provincia de Pangasinán. 

Estética y Literatura general. 

D. José de Venecia y Rávalo, natural de Dagupan, 
provincia de Pangasinán. 

Metafísica, (Psicología y Etica.) 

D. Arsenio Ranin y Rávalo, natural de Oas, provin- 
cia de Albay. 

Literatura greco=latina. 

D. Arsenio Ranin y Rávalo, natural de Oas pro- 
vincia de Albay. 
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FACULTAD DE MEDICINA 



Anatomía, 1er. curso. 

D. Antonio Radovan y Angeles, natural de S. Mi- 
guel, provincia de Manila. 

Practicas anatómicas. 

D. Ignacio García y Castro, natural de Manila, pro- 
vincia de Manila. 

Embriología. 

D. Edmundo Reyes y Luna, natural de Sta. Cruz, 
provincia de Manila. 

Histología. 

D. Ignacio García y Castro, natural de Majiila, pro- 
vincia de Manila. 

Laboratorio histológico. 

D. Edmundo Reyes y Luna, natural de Sta. Cruz, 
provincia de Manila. 

Neurología 

D. Sergio Abcede y Altamarino, natural de Mau- 
ban, provincia de Tayabas. 

Prácticas de Neurología. 

D. Sergio Abcede y Altamarino, natural de Mau- 
ban, provincia de Tayabas. 

Fisiología. 

D. Cirilo Quinto y Talavera, natural de Atimonan, 
provincia de Tayabas. 

Laboratorio fisiológico. 

D. Vicente Valencia y Crisóstomo, natural de Paom- 
bong, provincia de Bulacan. 
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Química fisiológica. 

D. José Ramírez de Arellano, natural de Manila, 
provincia de Manila, en competencia con D. Cirilo Quin- 
to y Talavera. 

Prácticas de Química fisiológica. 

D. José Ramírez de Arellano, natural de Manila, 
provincia de Manila. 

Anatomía patológica. 

D. Vicente de la Serna y Clímaco, natural de Ca- 
lapé, provincia de Bohól. 

Anatomía quirúrgica. 

D. Vicente de la Serna y Clímaco, natural de Cala- 
pe, provincia de Bohól. 

Operaciones sobre el cadáver. 

D. Vicente de la Serna y Clímaco, natural de Calapé, 
provincia de Bohól. 

Diagnóstico físico. 

D. Vicente de la Serna y Clímaco, natural de Calapé, 
provincia de Bohól. 

Terapéutica. 

D. Juan Ebetuer y Castro, natural de Manila, pro- 
vincia de Manila. 

Microscopía clínica. 

D. Vicente de Ocampo e Ilustre, natural de Lemery, 
provincia de Batangas. 

Farmacología. 

D. Leopoldo Fuentes y Asís, natural de Capiz, pro- 
vincia de Capiz. 
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Patología médica. 

D. Ángel Vizconde y Buendia natural de Calaca, 
provincia de Batangas. 

Clínica médica, 1er. curso. 

D. Gerónimo Gaanan y Zúniga, natural de Meyca- 
uayan, provincia de Bulacán. 

Obstetricia 

D. Pablo Hamoy y Sagario, natural de Dapitan, Min- 
danao. 

Obstetricia práctica. 

D. José Genato y Muñiz, natural de Manila, pro- 
vincia de Manila. 

FACULTAD DE INGENIERÍA CIVIL. 



Economía política. 

D. Anastasio Agan y Agudo, natural de Ibana, pro- 
vincia de Batanes. 

Dibujo Natural. 

D. Agustín Cepeda y Palang, natural de Cebú, pro- 
vincia de Cebú. 

Topografía. 

D. Agustín Cepeda y Palang, natural de Cebú, pro- 
vincia de Cebú. 

Cálculo infínitismal. 

D. Agustín Cepeda y Palang, natural de Cebú, pro- 
vincia de Cebú. 

Dibujo estructural. 

D. León Paguia y Cruz, natural de Sta. Cruz, pro- 
vincia de Manila! 
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GRADOS CONFERIDOS 

DURANTE EL CURSO DE 1919 A 1920 



DE DOCTOR. 



Facultad de Medicina. 

D. Abdon Allarde y Fideldia. 
" Andrés Baltazar y Domingo. 
" Antonio Jalandoni y Nieves. 
" Antonio Nolasco y de León. 
" Arsenio Reyes y Mendoza. 
" Carlos Joven y Deogracias. 
" Carlos Valenzuela y Vivar. 
" Casto J. Pineda y López. 
" Eduar Guico y Carrillo. 
" Enrique Rómulo y Peña. 
99 Esteban Medina y Sugay. 
99 Félix Amorsolo y Cueto. 
" Félix Ira y Concepción. 
99 Fernando Bautista y Alcántara. 
99 Fernando Moraza e Irastorza. 
" Gabriel Jocson y Cortes. 
" Gonzalo Nuguid y de la Rosa. 
" Guillermo Blanco y Galicia. 
" Herminio Dario y Cariño. 
99 Hermógenes Santiago y Martin. 
99 Irineo Ortiz y Tocayon. 
99 José Eugenio y David. 
" José González y Mendoza. 
" José Martínez y Salazar. 
" José Ramos y de Ocampo. 
99 Juan Lizó y Reyes. 
" Juan Rivera y Capuli. 
" León Cusi y Pérez. 
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Lorenzo Fernández y Cristóbal. 
Luciano Ibay y Lilles. 
Luis Cádiz y Rodríguez. 
Manuel Braga y Reyes. 
Manuel Caringal y Froilan. 
Manuel J. Casas y Balagtas. 
Manuel Sanagustin y Sanagustin. 
Marcelino Hallare y Tomás. 
Marcelo González y Manahan. 
Mariano Faraón y Rubio. 
Maximiano Villanueva y Escobar. 
Maximiliano Hermosilla y Congay. 
Miguel López y Pasión. 
Miguel Morales y Pantig. 
Miguel Castillo y Recto. 
Pablo Tampuangco y del Rosario. 
Pedro Alvarado y Donesa. 
Pedro Malvas y Mariveles. 
Pió Lauengco y Maninang. 
Ramón Mendiola y Simpao. 
Restituto Briñas y Esconde. 
Rufino Pablico y Barruga. 
Salvador Martínez y Salazar. 
Segundo Ferrer y Jalandoni. 
Serviliano Ayuyao y David. 
Simón Aves y Reyes. 
Teodoro Dichitán y Sansuico. 
Teodulfo Mendoza y Luna. 
Tiburcio Layug y Mañalac. 

DE LICENCIADO. 



Facultad de Teología 

D. Alfonso Alvarez y Reyes. 
" Alfredo Obviar y Aranda. 
" Catalino Salazar y Dacutan. 
" Emilio Verzosa y Florentín. 
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Facultad de Derecho. 

D. Norberto Romualdez y López. 
" Gavino de los Reyes y Leonardo. 
" Pedro Insua y Habitan. 
" Ignacio Santos y Songco. 

Facultad de Filosofía y Letras. 

R. P. Prisciano González y Moreno. 
D. Ignacio Santos y Songco. 

Facultad de Farmacia. 

D. Adriano Ocampo y Balagtas. 
Clemente Zulueta y Reyes. 
Demetrio Carlos y Mananquil. 
Gregorio Santos y Espíritu. 
José Serrano y Bisuña. 
Juan de Dios Abella y Capistrano. 

Bachilleres en Derecho civil. 

D. Amado Vicente y Nucum. 
Andrés E. Cabanos y Bonoan. 
Ceferino Geraldez y Mendoza. 
Cesar Augusto Flor Mata y Castro. 
Jesús Nepomuceno y Zialcita. 
Mariano A. Galian y Mijares. 
Tomás Luz de Castidad y Espinosa. 
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